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Introducción 

 

Bienvenido al presente manual, denominado “Participación Social en la gestión de los recursos públicos”, el 

cual está diseñado para el desarrollo de las competencias, en los participantes, con referente en las “Participación 

social en la operación de los recursos públicos”, en las entidades federativas. 

 

Las políticas públicas encaminadas a establecer las condiciones para mejorar la calidad de vida de la población 

requieren de manera imperativa el fortalecimiento de las instituciones cuyo propósito sea revertir ciudadanías con 

poca participación en el ámbito público. En este contexto, los gobiernos readaptan o generan nuevas estructuras y 

herramientas para optimizar la atención y solución a demandas sociales. Dentro de estas readaptaciones se 

encuentran las políticas públicas cuyo objetivo directo es el fortalecimiento de la participación social como estrategia 

de democratización y desarrollo. 

 

La participación social es la intervención de los ciudadanos en la toma de decisiones respecto al manejo de los 

recursos y las acciones que tienen un impacto en el desarrollo de sus comunidades. La participación social en las 

instituciones, es un modo de organización en donde la comunidad y las autoridades contribuyen a la construcción de 

una cultura de colaboración que propicie una mejor calidad de vida. En este sentido, la participación social se 

concibe como un legítimo derecho de los ciudadanos más que como una concesión de las instituciones.  

 

La participación social va adquiriendo, el carácter de una política pública de largo alcance. La participación de la 

sociedad en los objetivos de las instituciones, está estrechamente vinculado con sus logros. En diversas ocasiones 

esto conlleva la gestión de recursos financieros para apoyar a los programas institucionales. 

 

Las múltiples expresiones sociales y los diferentes niveles de gobierno definen y construyen espacios y mecanismos 

para profundizar la democracia y promover el desarrollo a través del fomento de la participación ciudadana en el 

espacio público.  

 

Los nuevos retos de las instituciones requieren de la colaboración coordinada y el desarrollo de relaciones de 

confianza en la comunidad, por lo tanto es fundamental la participación de las autoridades para consolidar una 

gestión basada en la participación social. 

 

Esperamos que este material, te sea de utilidad y contribuya, en tus esfuerzos de gestión para un mejor bienestar 

social. 
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Objetivo del Curso 

 

 

El participante, conocerá formas de participación social en la gestión de los recursos públicos que se transfieren a 

entidades federativas.  
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Acción gubernamental 

Una aspiración relevante de los Estados nacionales es propiciar bienestar a la sociedad. Al efecto, los instrumentos 

de las finanzas públicas, a través del manejo del ingreso y gasto, son referentes contundentes de esa aspiración de 

bienestar social. La canalización de recursos financieros para atender las necesidades básicas de la población: 

salud, ingreso, seguridad, entre otras, reflejan el interés del Estado por impactar en el desarrollo humano de las 

personas. 

 

La gobernabilidad hace referencia al manejo que las autoridades hacen de la institucionalidad estatal y de las 

relaciones entre la sociedad civil y el Estado para satisfacer las demandas ciudadanas y lograr los grandes 

propósitos de gobierno. Alude, por lo tanto, a la capacidad del sistema político para lograr objetivos comunes y 

tomar las decisiones correctas; a su legitimidad en tanto representante de intereses comunes; al manejo del conflicto 

en el marco de reglas democráticas; al conocimiento de la imagen que los ciudadanos se hacen de su gobierno y de 

las instituciones políticas; en fin, al estímulo y fomento de canales de participación ciudadana y a la disponibilidad de 

los distintos sectores sociales para apropiarse y hacer uso de ellos. 

 

La Administración Pública es parte del Estado y se le concibe como: el conjunto de funciones desempeñadas por 

órganos de la Federación, de los Estados y Municipios, cuya finalidad es satisfacer las necesidades generales de la 

población en cuanto a los servicios públicos y ofrecer bienestar social.  

 

Es la ejecución y observancia de la política gubernamental, a ella conciernen los problemas, poderes, 

organizaciones y técnicas que llevan implícitas la aplicación de las leyes políticas, formuladas por las dependencias 

gubernamentales encargadas de ello. La administración pública no es un fin en sí misma, sino un medio que tiene 

relación con problemas sociales y económicos concretos, tales como la salud, educación, obras públicas, planeación 

regional y todos aquellos campos relacionados con la actividad gubernamental.  

 

La administración pública federal 

 

Para despachar los asuntos de interés público, el Poder Ejecutivo Federal cuenta con las Secretarías de Estado de 

carácter centralizado, y otras de carácter paraestatal o descentralizado. 

 

La estructura administrativa de la administración pública federal se encuentran reglamentada por el Artículo 90 de la 

Constitución Política, así como por la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

 

La administración pública estatal 

 

Tanto la Federación, como las entidades federativas, tienen una división de poderes constituida por el Ejecutivo, el 

Legislativo y el Judicial. En las entidades federativas, El poder Ejecutivo se deposita en los Gobernadores, el 

legislativo en el Congreso Estatal, y el Judicial en los Tribunales Superiores de Justicia. 

 

Principios que rigen a la federación y los estados: 
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1. La división de la soberanía entre la federación y las entidades federativas, estas últimas son instancias decisorias 

supremas dentro de su ámbito de competencia. 

2. Entre la federación y las entidades federativas existe coincidencia de decisiones fundamentales. 

3. Las entidades federativas se dan libremente su propia Constitución en la que organizan la estructura del gobierno, 

pero sin contravenir el pacto federal inscrito en la Constitución General, que es la unidad del estado federal. 

4. Existe una clara y diáfana división de competencias entre la federación y las entidades federativas: todo aquello 

que no esté expresamente atribuido a la federación es competencia de las entidades federativas 

 

La gestión pública. 

 

Cuando se hace referencia a la gestión, se está hablando de un proceso de toma de decisiones a través del cual se 

determina el futuro de un ente, en términos de su desarrollo.  

 

La gestión gubernamental puede ser entendida como “la organización y el manejo de una serie de recursos 

organizativos, financieros, humanos y técnicos por parte del gobierno para proporcionar a los distintos sectores de la 

población los satisfactores de sus respectivas necesidades de bienes de consumo individual y colectivo” y estimular 

sus potencialidades de desarrollo..  

 

La gestión pública busca tener un nuevo enfoque para obtener resultados, se modifican los criterios y las conductas 

de los encargados de administrar la cosa pública y se denominan incluso, en algunos casos, como gerentes ya que 

la administración cambio en sus estructuras y nomenclaturas para llegar a la Nueva Gerencia Pública.  

 

La gestión pública para resultados (GPR), se basa en dos elementos importantes: El presupuesto basado en 

resultados (Pbr) y el Sistema de Evaluación del Desempeño (SED). 

 

Esta gestión, plantea a los gobiernos, el reto impostergable de modernizar y hacer más eficiente su estructura 

administrativa y sus procesos de planeación. Se busca que asuman con plenitud y eficiencia su función de 

promotores y gestores del desarrollo social y del crecimiento económico, con una actitud participativa, democrática, 

transparente y estratégica; con una visión que trascienda el período constitucional que les corresponde, 

involucrando a la ciudadanía en la toma de decisiones. 

 

Retos 

• Mejorar la calidad de vida de la población; la vivienda, y los servicios de salud, educación, cultura, 

recreación, libertad y justicia, respeto al hombre y la naturaleza, por un ejercicio del poder democrático. 

• Construir fuertes vínculos con la comunidad y su movimiento asociativo. 

• Estrechar lazos de coordinación con otros ámbitos de gobierno, haciendo del Poder de gobierno un punto 

de encuentro entre la sociedad civil y el Estado. 

• Fomentar la participación civil, apoyando la organización social y la vida asociativa, fortaleciendo la 

solidaridad, la justicia social y la conciencia cívica.  
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Participación Social. 

 

La participación social es la intervención de los ciudadanos en la toma de decisiones respecto al manejo de los 

recursos y las acciones que tienen un impacto en el desarrollo de sus comunidades. La participación social en las 

instituciones, es un modo de organización en donde la comunidad y las autoridades contribuyen a la construcción de 

una cultura de colaboración que propicie una mejor calidad de vida. En este sentido, la participación social se 

concibe como un legítimo derecho de los ciudadanos más que como una concesión de las instituciones.  

 

La intervención de las comunidades es un ingrediente, hoy en día, fundamental de los procesos que se 

desenvuelven en el ámbito local tanto desde la perspectiva jurídica como social. La participación es un instrumento 

clave para contribuir a la solución de los problemas más acuciantes a nivel local y para la realización de una gestión 

más democrática, eficiente y eficaz.  

 

El término participación alude a “una forma de intervención social que le permite a los individuos reconocerse 

como actores que, al compartir una situación determinada, tienen la oportunidad de identificarse a partir de 

intereses, expectativas y demandas comunes y que están en capacidad de traducirlas en formas de 

actuación colectiva con una cierta autonomía frente a otros actores sociales y políticos”.  

 

En ese sentido, participación es entendida como la intervención (directa o indirecta) de distintos actores en la 

definición de las metas de acción de una colectividad y de los medios para alcanzarlas.  

 

Es un proceso social que genera la interacción o relacionamiento de diferentes actores (individuales o colectivos) en 

la definición de su destino colectivo.  

 

Esa interacción involucra, por tanto, relaciones de poder que se presentan en todos los espacios donde se 

despliegan relaciones humanas y que tienen una incidencia mayor o menor según los intereses, las valoraciones y 

las percepciones de los implicados en la interacción. Es importante indicar que estas expresiones de poder generan 

tensiones y conflictos que pueden tener un efecto positivo o negativo en los procesos de participación.  

 

Los ciudadanos actúan a partir de sus necesidades y del interés que tengan para resolver un problema o para hacer 

realidad una aspiración. La solución que se le dé a los problemas está mediada por las motivaciones, expectativas e 

intereses de los individuos.  

 

En un proceso participativo se expresan relaciones de poder. Esto significa que los actores involucrados buscan 

imponer sus intereses y puntos de vista sobre el “qué hacer”.  

 

Generalmente, se despliegan estrategias y pautas de comportamiento que conducen a la aceptación de las 

alternativas de solución por parte de los otros actores. Esta imposición de las decisiones está cimentada 

generalmente, en ciertas condiciones “favorables” de unos actores frente a otros, por ejemplo, el mayor 

conocimiento que se tiene sobre la problemática, la posibilidad de contar con recursos económicos, un nivel 

educativo mayor, etc.  
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En tanto incorporan relaciones de poder, los procesos participativos generalmente dan lugar a conflictos o tensiones 

que puedan llevar a abortar los procesos participativos o, si se manejan y resuelven adecuadamente, a 

potencializarlos. De todas formas, es importante tener en cuenta que los conflictos se presentan en cualquier 

interacción social y que requieren por tanto un buen manejo para que no produzcan impactos negativos.  

 

Tipos de participación  

 

Desde el punto de vista de los tipos de participación, es preciso distinguir: 

 

La participación social, la comunitaria y la política.  

 

La participación social es la intervención de los ciudadanos en la toma de decisiones respecto al manejo de los 

recursos y las acciones que tienen un impacto en el desarrollo de sus comunidades.  

 

La participación comunitaria alude a las acciones ejecutadas colectivamente por los ciudadanos en la búsqueda 

de soluciones a las necesidades de su vida cotidiana. Estas acciones están vinculadas directamente al desarrollo 

comunitario y pueden contar o no con la presencia del Estado.  

 

La participación política es la intervención de los ciudadanos a través de ciertos instrumentos (el voto, por 

ejemplo) para lograr la materialización de los intereses de una comunidad política. A diferencia de la participación 

ciudadana, aquí la acción individual o colectiva se inspira en intereses particulares. Pero, al igual que ella, el 

contexto es el de las relaciones entre la sociedad civil y el Estado. Los ciudadanos que votan, promueven e 

intervienen en consultas, referendos, cabildos abiertos, etc., están participando políticamente.  

 

Los niveles de participación.  

 

No todo proceso participativo tiene el mismo alcance. Para comprender mejor las acciones de intervención de los 

individuos y grupos, es necesario examinar los niveles en que se desenvuelven. A ese respecto, pueden distinguirse 

los siguientes:  

 

– Información  

– Consulta  

– Iniciativa  

– Fiscalización  

– Concertación  

– Decisión  

– Gestión  

 

A medida que se progresa en esa escala, el proceso participativo se hace más complejo y exigente pues implica 

para el participante llenar una serie de requisitos y condiciones de muy diversa índole (conocimientos, experiencia, 

autonomía, conciencia de intereses, capacidad de liderazgo, capacidad de gestión, etc.) y hacer uso de diferentes 

instrumentos, especialmente capacidad de convocatoria, manejo de grupos, identificación de estrategias, 

administración de recursos, etc.  
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Condiciones de participación. 

 

La participación exige un mínimo de condiciones objetivas y subjetivas. Entre las primeras hay que destacar la 

existencia de un conjunto de derechos consagrados, entre los cuales los de expresión y asociación son 

fundamentales. Debe asegurarse un clima propicio para el ejercicio de derechos y libertades. Esto significa que se 

debe garantizar, por parte del Estado, la intervención de los ciudadanos en los asuntos que les atañen y el uso de 

los canales y mecanismos de participación. En situaciones de violencia y de guerra es imposible generar procesos 

de participación. En ese sentido, se hace imprescindible minimizar los efectos de la violencia y lograr erradicarla 

como requisito para apuntalar procesos de intervención ciudadana.  

 

Igualmente imprescindibles son la creación de canales formales e informales de participación, que permitan el 

encuentro y la interrelación entre distintos actores y con el Estado. 

 

Un canal de participación es la instancia a través de la cual se establece contacto entre distintos sectores de la 

población y entre éstos y el gobierno municipal para desarrollar y garantizar actividades participativas. Es el caso de 

las autoridades auxiliares, comités de contraloría, comités de participación ciudadana, comités de desarrollo y 

control de los servicios públicos domiciliarios. Finalmente, una red organizacional que sirva de respaldo al individuo 

en su trabajo participativo y que propicie la definición progresiva de identidades sociales. Si no existe organización 

ciudadana la participación se convierte en acciones dispersas de individuos que no tienen impacto y no logran 

transformar la situación o los problemas detectados.  

 

Entre las condiciones subjetivas, hay que mencionar el deseo y la motivación de participar, el conocimiento del 

medio por parte de los participantes y la interiorización y práctica de una cultura democrática.  

 

La participación exige que las personas tengan el deseo, la motivación y el interés; si no existe motivación no hay 

posibilidades de promover la intervención de la ciudadanía. Es importante clarificar que las motivaciones de las 

personas son múltiples y no están necesariamente ligadas a procesos colectivos sino que responden a intereses 

individuales. Generalmente, las motivaciones están relacionadas con suplir necesidades, acceder a servicios, 

desarrollar capacidades, involucrarse en los procesos de toma de decisiones, mejorar la autoestima, etc.  

 

En ese sentido, los procesos de participación deben entenderse también desde la perspectiva individual, en tanto los 

sujetos intervienen a partir de un conjunto de motivaciones circunscritas a planos individuales y no colectivos. Se 

participa en la medida en que se logra cumplir con unas expectativas y requerimientos individuales.  

 

De otro lado, una condición fundamental es el conocimiento que deben tener la ciudadanía y las organizaciones 

sobre los problemas del entorno, los mecanismos necesarios para resolverlos, los actores que intervienen en el 

proceso, las herramientas y los pasos para llevar a feliz término sus acciones, etc.  

 

Indudablemente, la interiorizacion y la práctica de una cultura democrática es la condición fundamental para 

posibilitar la participación. Cultura democrática puede definirse como una manera de ver el mundo y la vida que se 

inspira y sustenta en principios y valores como la solidaridad, la igualdad, el respeto a la diferencia, la tolerancia y la 

participación y que se traduce en la forma de vida de los individuos y de la colectividad. La interiorización de estos 

valores y principios son factores facilitadores y potenciadores de la participación. 
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Órganos de Participación Comunitaria 

          Consejos de Participación Ciudadana (Copaci) 

          Delegados Estatales (Autoridades Auxiliares) 

          Representantes de Colonia, Manzana 

          Comisión de Planeación para el Desarrollo Estatal (Coplade) 

          Comité Ciudadano de Control y Vigilancia (Cocicovi) 

          Comités de Obras o Comités Comunitarios 

          Asociación de Colonos 

          Avales ciudadanos 

          Junta de Vecinos 

          Asociaciones Civiles 

          Consejos Escolares de Participación Social 

          Consejos de Seguridad Pública 

          Comités de Contraloría Social 

           Otras figuras: 

 

Esquemas de participación ciudadana. 

 

          El Trabajo Comunitario 

          Colaboración Estatal 

          La Participación Comunitaria 

 

Formas de participación ciudadana 

          Participación Formal o Legal 

          Participación Expontánea 

          Participación Organizada 

          Campañas 

          Consultas Públicas 

          Audiencia Pública 

          Giras de Trabajo 

          Ceremonias 

          Actos Políticos y Sociales 

          Actividades Especiales 
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En algunas funciones de gobierno, se propicia desde el mismo estado la participación social.  

 

En Educación se promueve la participación a través de los “Consejos Escolares de Participación Social”, en 

Salud se identifican los “Avales Ciudadanos”, en Seguridad Pública se integran los “Consejos Ciudadanos de 

Participación Social”. 

 

La Secretaría de la Función Pública, promueve las “Contralorías Sociales” y el Fondo de Aportaciones para la 

Infraestructura Social, identifica participación social en todas las etapas del recurso federal.  

 

La participación social en la gestión de los programas financiados con recursos públicos es un elemento 

fundamental para mejorar sus resultados e impactos, así como para coadyuvar a su gestión eficiente, transparente y 

a una efectiva rendición de cuentas, y debe ser un elemento relevante para apoyar la vigilancia del gasto.  

 

1. Los consejos escolares de participación social en la educación;  

2. Los avales ciudadanos en el sector salud;  

3. Los consejos ciudadanos de participación social en el sector de seguridad pública; y  

4. Los comités comunitarios o de obra, asociados a la creación de infraestructura social básica municipal.  
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El Marco Jurídico 

Las diferentes disposiciones normativas que contemplan la participación social, son diversas y van desde las 

disposiciones federales como: La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La ley de Ingresos y el 

Presupuesto de Egresos de la Federación. La Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. Ley 

General de Desarrollo Social, Ley General de Contabilidad Gubernamental, etc. Así como las diferentes 

disposiciones normativas locales. 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 1 

 

La Constitución aporta el marco básico para el desarrollo de la función de asistencia social del Estado.  

 

Artículo 1° . En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos 

en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las 

garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 

condiciones que esta Constitución establece. Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 

conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las 

personas la protección más amplia. Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación 

de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad… Queda prohibida toda discriminación motivada por 

origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la 

religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad 

humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.  

  

Artículo 2º. La Nación Mexicana es única e indivisible.  

 

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre 

determinación y, en consecuencia, a la autonomía para: 

 

I. Decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultural. 

 

III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las autoridades o representantes 

para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, garantizando que las mujeres y los hombres indígenas 

disfrutarán y ejercerán su derecho de votar y ser votados en condiciones de igualdad; así como a acceder y 

desempeñar los cargos públicos y de elección popular para los que hayan sido electos o designados, en un marco 

que respete el pacto federal y la soberanía de los estados. En ningún caso las prácticas comunitarias podrán limitar 

los derechos político electorales de los y las ciudadanas en la elección de sus autoridades municipales. 
Fracción reformada DOF 22-05-2015 

 

VII. Elegir, en los municipios con población indígena, representantes ante los ayuntamientos. 

 

Las constituciones y leyes de las entidades federativas reconocerán y regularán estos derechos en los municipios, 

con el propósito de fortalecer la participación y representación política de conformidad con sus tradiciones y 

normas internas. 

 

B. La Federación, los Estados y los Municipios, para promover la igualdad de oportunidades de los indígenas y 

eliminar cualquier práctica discriminatoria, establecerán las instituciones y determinarán las políticas necesarias para 

garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las 

cuales deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos. 

 

                                                 
1

La normatividad puede consultarse en la siguiente dirección electrónica: LEYES Federales de México 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/
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Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comunidades indígenas, dichas autoridades, tienen 

la obligación de: 

 

I. Impulsar el desarrollo regional de las zonas indígenas con el propósito de fortalecer las economías locales y 

mejorar las condiciones de vida de sus pueblos, mediante acciones coordinadas entre los tres órdenes de gobierno, 

con la participación de las comunidades. Las autoridades municipales determinarán equitativamente las 

asignaciones presupuestales que las comunidades administrarán directamente para fines específicos. 

 

II. Garantizar e incrementar los niveles de escolaridad, favoreciendo la educación bilingüe e intercultural, la 

alfabetización, la conclusión de la educación básica, la capacitación productiva y la educación media superior y 

superior. Establecer un sistema de becas para los estudiantes indígenas en todos los niveles. Definir y desarrollar 

programas educativos de contenido regional que reconozcan la herencia cultural de sus pueblos, de acuerdo con las 

leyes de la materia y en consulta con las comunidades indígenas. Impulsar el respeto y conocimiento de las diversas 

culturas existentes en la nación. 

 

III. Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud mediante la ampliación de la cobertura del sistema nacional, 

aprovechando debidamente la medicina tradicional, así como apoyar la nutrición de los indígenas mediante 

programas de alimentación, en especial para la población infantil. 

 

IV. Mejorar las condiciones de las comunidades indígenas y de sus espacios para la convivencia y recreación, 

mediante acciones que faciliten el acceso al financiamiento público y privado para la construcción y mejoramiento de 

vivienda, así como ampliar la cobertura de los servicios sociales básicos. 

 

V. Propiciar la incorporación de las mujeres indígenas al desarrollo, mediante el apoyo a los proyectos productivos, 

la protección de su salud, el otorgamiento de estímulos para favorecer su educación y su participación en la toma de 

decisiones relacionadas con la vida comunitaria. 

 

IX. Consultar a los pueblos indígenas en la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo y de los estatales y 

municipales y, en su caso, incorporar las recomendaciones y propuestas que realicen. 

 

Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y el desarrollo de la familia. 

 

Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y el espaciamiento 

de sus hijos. 

 

Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará. 

 

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a 

los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de 

salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución. 

 

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el 

respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos 

de lo dispuesto por la ley. 
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Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en 

forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, 

apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la 

participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía 

para la consecución de dichos fines. 

 

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y apoyos 

necesarios a fin de alcanzar tal objetivo. 

 

Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser registrado de manera inmediata a su nacimiento. El Estado 

garantizará el cumplimiento de estos derechos. La autoridad competente expedirá gratuitamente la primera copia 

certificada del acta de registro de nacimiento. 

 

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la 

niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus 

necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio 

deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez. 

 

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el cumplimiento de estos derechos y 

principios. 

 

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la niñez. 

 

Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en la 

materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales. El Estado promoverá los medios para la difusión y 

desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con pleno 

respeto a la libertad creativa. La ley establecerá los mecanismos para el acceso y participación a cualquier 

manifestación cultural. 

 

Artículo 6. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el 

caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden 

público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será 

garantizado por el Estado.  

  

Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir 

información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.  

  

Artículo 21. La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y a las policías, las cuales actuarán 

bajo la conducción y mando de aquél en el ejercicio de esta función… 

 

La seguridad pública es una función a cargo de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, que 

comprende la prevención de los delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así como la sanción de 

las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que esta Constitución 
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señala. La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, 

eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Constitución. 

 

Las instituciones de seguridad pública serán de carácter civil, disciplinado y profesional. El Ministerio Público y las 

instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno deberán coordinarse entre sí para cumplir los objetivos de la 

seguridad pública y conformarán el Sistema Nacional de Seguridad Pública, que estará sujeto a las siguientes bases 

mínimas: 

 

a)  La regulación de la selección, ingreso, formación, permanencia, evaluación, reconocimiento y 

certificación de los integrantes de las instituciones de seguridad pública. La operación y desarrollo de estas 

acciones será competencia de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los municipios en el ámbito 

de sus respectivas atribuciones. 

 

b)  El establecimiento de las bases de datos criminalísticos y de personal para las instituciones de 

seguridad pública. Ninguna persona podrá ingresar a las instituciones de seguridad pública si no ha sido 

debidamente certificado y registrado en el sistema. 

 

c)  La formulación de políticas públicas tendientes a prevenir la comisión de delitos. 

 

d)  Se determinará la participación de la comunidad que coadyuvará, entre otros, en los procesos de 

evaluación de las políticas de prevención del delito así como de las instituciones de seguridad pública. 

 

e)  Los fondos de ayuda federal para la seguridad pública, a nivel nacional serán aportados a las 

entidades federativas y municipios para ser destinados exclusivamente a estos fines. 

 

 

Artículo 26  

  

A. El Estado organizará un sistema de planeación democrática del desarrollo nacional que imprima solidez, 

dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al crecimiento de la economía para la independencia y la 

democratización política, social y cultural de la nación. 

  

B. El Estado contará con un Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica cuyos datos serán 

considerados oficiales. Para la Federación, estados, Distrito Federal y municipios, los datos contenidos en el 

Sistema serán de uso obligatorio en los términos que establezca la ley. 

  

C. El Estado contará con un Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, que será un órgano 

autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propios, a cargo de la medición de la pobreza y de la evaluación 

de los programas, objetivos, metas y acciones de la política de desarrollo social, así como de emitir 

recomendaciones en los términos que disponga la ley, la cual establecerá las formas de coordinación del órgano con 

las autoridades federales, locales y municipales para el ejercicio de sus funciones. 

  

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:   
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IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como del Distrito Federal o del Estado y Municipio 

en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes. 

  

Artículo 113. El Sistema Nacional Anticorrupción es la instancia de coordinación entre las autoridades de todos los 

órdenes de gobierno competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y 

hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos. Para el cumplimiento de su objeto 

se sujetará a las siguientes bases mínimas: 

 

I.  El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por los titulares de la 

Auditoría Superior de la Federación; de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción; de la 

secretaría del Ejecutivo Federal responsable del control interno; por el presidente del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa; el presidente del organismo garante que establece el artículo 6o. de esta 

Constitución; así como por un representante del Consejo de la Judicatura Federal y otro del Comité de 

Participación Ciudadana; 

 

II.  El Comité de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por cinco ciudadanos que 

se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la 

corrupción y serán designados en los términos que establezca la ley, y 

 

III.  Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los términos que determine la Ley: 

 

a) El establecimiento de mecanismos de coordinación con los sistemas locales; 

 

Articulo 134 Los recursos económicos de que dispongan la Federación, los estados, los municipios, el Distrito 

Federal y los órganos político-administrativos de sus demarcaciones territoriales, se administrarán con eficiencia, 

eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 
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Ley General de Desarrollo Social 

 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés social y de observancia general en todo el territorio 

nacional, y tiene por objeto: 

 

I. Garantizar el pleno ejercicio de los derechos sociales consagrados en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, asegurando el acceso de toda la población al desarrollo social; 

II. Señalar las obligaciones del Gobierno, establecer las instituciones responsables del desarrollo social y definir los 

principios y lineamientos generales a los que debe sujetarse la Política Nacional de Desarrollo Social; 

III. Establecer un Sistema Nacional de Desarrollo Social en el que participen los gobiernos municipales, de las 

entidades federativas y el federal; 

IV. Determinar la competencia de los gobiernos municipales, de las entidades federativas y del Gobierno Federal en 

materia de desarrollo social, así como las bases para la concertación de acciones con los sectores social y privado; 

V. Fomentar el sector social de la economía; 

VI. Regular y garantizar la prestación de los bienes y servicios contenidos en los programas sociales; 

VII. Determinar las bases y fomentar la participación social y privada en la materia; 

VIII. Establecer mecanismos de evaluación y seguimiento de los programas y acciones de la Política Nacional de 

Desarrollo Social, y 

IX. Promover el establecimiento de instrumentos de acceso a la justicia, a través de la denuncia popular, en materia 

de desarrollo social. 

 

Artículo 3. La Política de Desarrollo Social se sujetará a los siguientes principios: 
 
I. Libertad: Capacidad de las personas para elegir los medios para su desarrollo personal así como para participar 
en el desarrollo social; 
 
II. Justicia distributiva: Garantiza que toda persona reciba de manera equitativa los beneficios del desarrollo 
conforme a sus méritos, sus necesidades, sus posibilidades y las de las demás personas; 
 
III. Solidaridad: Colaboración entre personas, grupos sociales y órdenes de gobierno, de manera corresponsable 
para el mejoramiento de la calidad de vida de la sociedad; 
 
IV. Integralidad: Articulación y complementariedad de programas y acciones que conjunten los diferentes beneficios 
sociales, en el marco de la Política Nacional de Desarrollo Social; 
 
V. Participación social: Derecho de las personas y organizaciones a intervenir e integrarse, individual o 
colectivamente en la formulación, ejecución y evaluación de las políticas, programas y acciones del desarrollo social; 
 
VI. Sustentabilidad: Preservación del equilibrio ecológico, protección del ambiente y aprovechamiento de recursos 
naturales, para mejorar la calidad de vida y la productividad de las personas, sin comprometer la satisfacción de las 
necesidades de las generaciones futuras; 
 



“Participación Social en la gestión de los recursos públicos” 

 

 
 

 19 

VII. Respeto a la diversidad: Reconocimiento en términos de origen étnico, género, edad, capacidades diferentes, 
condición social, condiciones de salud, religión, las opiniones, preferencias, estado civil o cualquier otra, para 
superar toda condición de discriminación y promover un desarrollo con equidad y respeto a las diferencias; 
 
VIII. Libre determinación y autonomía de los pueblos indígenas y sus comunidades: Reconocimiento en el marco 
constitucional a las formas internas de convivencia y de organización; ámbito de aplicación de sus propios sistemas 
normativos; elección de sus autoridades o representantes; medios para preservar y enriquecer sus lenguas y 
cultura; medios para conservar y mejorar su hábitat; acceso preferente a sus recursos naturales; elección de 
representantes ante los ayuntamientos y acceso pleno a la jurisdicción del Estado; 

 
IX. Transparencia: La información relativa al desarrollo social es pública en los términos de las leyes en la materia. 
Las autoridades del país garantizarán que la información gubernamental sea objetiva, oportuna, sistemática y veraz, 
y 
 
X. Perspectiva de género: una visión científica, analítica y política sobre las mujeres y los hombres que se propone 
eliminar las causas de la opresión de género, como la desigualdad, la injusticia y la jerarquización de las personas 
basada en el género; que se plantea la equidad de género en el diseño y ejecución de las políticas públicas de 
desarrollo social. 
 

Artículo 6. Son derechos para el desarrollo social la educación, la salud, la alimentación, la vivienda, el disfrute de 

un medio ambiente sano, el trabajo y la seguridad social y los relativos a la no discriminación en los términos de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

  

Artículo 7. Toda persona tiene derecho a participar y a beneficiarse de los programas de desarrollo social, de 

acuerdo con los principios rectores de la Política de Desarrollo Social, en los términos que establezca la 

normatividad de cada programa. 

  

Artículo 8. Toda persona o grupo social en situación de vulnerabilidad tiene derecho a recibir acciones y apoyos 

tendientes a disminuir su desventaja. 

  

Artículo 9. Los municipios, los gobiernos de las entidades federativas y el Poder Ejecutivo Federal, en sus 

respectivos ámbitos, formularán y aplicarán políticas compensatorias y asistenciales, así como oportunidades de 

desarrollo productivo e ingreso en beneficio de las personas, familias y grupos sociales en situación de 

vulnerabilidad, destinando los recursos presupuestales necesarios y estableciendo metas cuantificables. 

 

Artículo 11. La Política Nacional de Desarrollo Social tiene los siguientes objetivos: 
 
I. Propiciar las condiciones que aseguren el disfrute de los derechos sociales, individuales o colectivos, garantizando 
el acceso a los programas de desarrollo social y la igualdad de oportunidades, así como la superación de la 
discriminación y la exclusión social; 
 
II. Promover un desarrollo económico con sentido social que propicie y conserve el empleo, eleve el nivel de ingreso 
y mejore su distribución; 
 
III. Fortalecer el desarrollo regional equilibrado, y 
 
IV. Garantizar formas de participación social en la formulación, ejecución, instrumentación, evaluación y control de 
los programas de desarrollo social. 
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Artículo 24. Los recursos presupuestales federales asignados a los programas de desarrollo social podrán ser 

complementados con recursos provenientes de los gobiernos estatales y municipales, así como con aportaciones de 

organismos internacionales y de los sectores social y privado. 

 

Artículo 26. El Gobierno Federal deberá elaborar y publicar en el Diario Oficial de la Federación las reglas de 

operación de los programas de desarrollo social incluidos en el Presupuesto de Egresos de la Federación, así como 

la metodología, normatividad, calendarización y las asignaciones correspondientes a las entidades federativas. Por 

su parte, los gobiernos de las entidades federativas publicarán en sus respectivos periódicos oficiales, la distribución 

a los municipios de los recursos federales. 

 

Artículo 36. Los lineamientos y criterios que establezca el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de 

Desarrollo Social para la definición, identificación y medición de la pobreza son de aplicación obligatoria para las 

entidades y dependencias públicas que participen en la ejecución de los programas de desarrollo social, y deberá 

utilizar la información que genere el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, independientemente 

de otros datos que se estime conveniente, al menos sobre los siguientes indicadores: 

 

I. Ingreso corriente per cápita; 

II. Rezago educativo promedio en el hogar; 

III. Acceso a los servicios de salud; 

IV. Acceso a la seguridad social; 

V. Calidad y espacios de la vivienda; 

VI. Acceso a los servicios básicos en la vivienda; 

VII. Acceso a la alimentación; 

VIII. Grado de cohesión social, y 

IX. Grado de Accesibilidad a carretera pavimentada. 

  

Artículo 38. El Sistema Nacional es un mecanismo permanente de concurrencia, colaboración, coordinación y 

concertación de los gobiernos; federal, los de las entidades federativas y los municipales, así como los sectores 

social y privado, que tiene por objeto: 

 

I. Integrar la participación de los sectores público, social y privado en el cumplimiento de los objetivos, estrategias y 

prioridades de la Política Nacional de Desarrollo Social; 

II. Establecer la colaboración entre las dependencias y entidades federales en la formulación, ejecución e 

instrumentación de programas, acciones e inversiones en materia de desarrollo social; 

III. Promover la concurrencia, vinculación y congruencia de los programas, acciones e inversiones de los gobiernos 

de las entidades federativas y de los municipios, con los objetivos, estrategias y prioridades de la Política Nacional 

de Desarrollo Social; 

IV. Fomentar la participación de las personas, familias y organizaciones y, en general, de los sectores social y 

privado en el desarrollo social; 

V. Coordinar las acciones orientadas a la consecución de los objetivos, estrategias y prioridades de la Política 

Nacional de Desarrollo Social, e 
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VI. Impulsar la desconcentración y descentralización de los recursos y acciones para el desarrollo social, la rendición 

de cuentas y el fortalecimiento del pacto federal. 

 

Artículo 39. La coordinación del Sistema Nacional compete a la Secretaría, con la concurrencia de las 

dependencias, entidades y organismos federales, de los gobiernos municipales y de las entidades federativas, así 

como de las organizaciones. La Secretaría diseñará y ejecutará las políticas generales de desarrollo social. Al 

efecto, coordinará y promoverá la celebración de convenios y acuerdos de desarrollo social. 

 

La Secretaría coordinará la correspondencia entre el Programa Nacional de Desarrollo Social, los programas 

sectoriales y los de las entidades federativas, promoviendo que la planeación sea congruente, objetiva y 

participativa. 

 

Artículo 40. En el ámbito de sus atribuciones y en congruencia con las disposiciones de esta Ley las legislaturas de 

los estados, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal y los municipios emitirán normas en materia de 

desarrollo social, tomando en cuenta sus particularidades. 

 

Artículo 41. Los gobiernos de las entidades federativas instituirán un sistema de planeación del desarrollo social; 

formularán, aprobarán y aplicarán los programas de desarrollo social respectivos, en los términos de la Ley de 

Planeación y de esta Ley, y, de manera coordinada con el Gobierno Federal, vigilarán que los recursos públicos 

aprobados se ejerzan con honradez, oportunidad, transparencia y equidad. 

 

Artículo 42. Los municipios formularán, aprobarán y aplicarán sus propios programas de desarrollo social, los cuales 

deberán estar en concordancia con los de las entidades federativas y el del Gobierno Federal 

 

Artículo 44. Corresponde a los gobiernos de las entidades federativas en el ámbito de su competencia, las 
siguientes atribuciones: 
 
I. Formular y ejecutar el programa estatal de desarrollo social; 
 
II. Convenir acciones y programas sociales con el Gobierno Federal; 
 
III. Convenir acciones y programas sociales con los gobiernos de sus municipios; 
 
IV. Concertar acciones con organizaciones en materia de desarrollo social; 
 
V. Fomentar la organización y participación ciudadana en los programas de desarrollo social; 
 
VI. Ejercer los fondos y recursos federales descentralizados o convenidos en materia social, en los términos de las 
leyes respectivas; así como informar a la Secretaría sobre el avance y resultados generados con los mismos; 
 
VII. Informar a la sociedad sobre las acciones en torno al desarrollo social, y 
 
VIII. Las demás que le señala la Ley, su reglamento y demás disposiciones aplicables. 
 
 
Artículo 45. Corresponde a los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, las siguientes atribuciones: 
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I. Formular y ejecutar el programa municipal de desarrollo social; 
 
II. Coordinar, con el gobierno de su entidad, la ejecución de los programas de desarrollo social; 
 
III. Coordinar acciones con municipios de su propia entidad, en materia de desarrollo social; 
 
IV. Coordinar acciones de desarrollo social con municipios de otras entidades federativas, con la aprobación de las 
legislaturas correspondientes; 
 
V. Ejercer los fondos y recursos federales descentralizados o convenidos en materia social en los términos de las 
leyes respectivas; así como informar a la Secretaría, a través de los gobiernos estatales, sobre el avance y 
resultados de esas acciones; 
 
VI. Concertar acciones con los sectores social y privado en materia de desarrollo social; 
 
VII. Establecer mecanismos para incluir la participación social organizada en los programas y acciones de 
desarrollo social; 
 
VIII. Informar a la sociedad sobre las acciones en torno al desarrollo social, y 
 
IX. Las demás que le señala la Ley, su reglamento y demás disposiciones aplicables. 
 

Artículo 50. La Comisión Nacional estará facultada para atender la solicitud de colaboración de los sectores social y 
privado cuando se traten asuntos de su interés o competencia, y sus funciones son las siguientes: 
 
I. Proponer Políticas Públicas de Desarrollo Social bajo los criterios de integralidad y transversalidad; 
 
II. Proponer criterios para la planeación y ejecución de las políticas y programas de desarrollo social en los ámbitos 
regional, estatal y municipal; 
 
III. Proponer programas estatales y regionales, así como acciones e inversiones en el marco del Plan Nacional de 
Desarrollo, el Programa Nacional de Desarrollo Social y las políticas públicas a que se refiere la fracción anterior; 
 
IV. Proponer mecanismos de financiamiento y distribución de recursos federales para el desarrollo social de las 
entidades federativas; 
 
V. Opinar sobre los presupuestos de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal 
involucradas en los programas de desarrollo social; 
 
VI. Analizar y proponer esquemas alternativos de financiamiento para los programas de desarrollo social y de 
superación de la pobreza; 
 
VII. Promover el intercambio de experiencias en materia de desarrollo social y de superación de la pobreza; 
 
VIII. Revisar el marco normativo del desarrollo social y, en su caso, proponer y promover modificaciones ante las 
instancias competentes; 
 
IX. Aprobar la propuesta de reglas que deban regir la participación social que haga la Secretaría; 
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X. Proponer acciones de capacitación para servidores públicos de los tres órdenes de gobierno en aspectos 
relacionados con el desarrollo social; 
 
XI. Proponer la creación de grupos de trabajo temáticos y regionales para la atención de asuntos específicos; 
 
XII. Sugerir las actividades que estime necesarias y convenientes para el funcionamiento adecuado del Sistema 
Nacional, y 
 
XIII. Las demás que le señale esta Ley. 
 

Capítulo VI 
Participación Social 

 
Artículo 61. El Gobierno Federal, los de las entidades federativas y los municipios garantizarán el derecho de los 
beneficiarios y de la sociedad a participar de manera activa y corresponsable en la planeación, ejecución, evaluación 
y supervisión de la política social. 
 
Artículo 62. Las organizaciones que tengan como objetivo impulsar el desarrollo social de los mexicanos podrán 
participar en las acciones relacionadas con el diseño, ejecución y evaluación de las políticas, programas y acciones 
públicas en esta materia. 
 
Artículo 63. El Gobierno Federal deberá invitar a las organizaciones, mediante convocatorias públicas que deberán 
contener los requisitos, objetivos y modalidades de participación. 
 
Artículo 64. Las organizaciones podrán recibir fondos públicos para operar programas sociales propios, a excepción 
de aquéllas en las que formen parte de sus órganos directivos servidores públicos, sus cónyuges o parientes 
consanguíneos hasta el cuarto grado, por afinidad o civiles. 
 
Artículo 65. Para efectos del artículo anterior, las organizaciones deberán estar formalmente constituidas ante 
autoridad competente o fedatario público, además de cumplir con lo que establezca el reglamento respectivo. 
 
Artículo 66. Las organizaciones estarán sometidas al escrutinio de la Secretaría, sin perjuicio de lo que establezcan 
las leyes respectivas para el uso de fondos públicos. 
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Reglamento de la Ley de desarrollo social 

 

Artículo 1.- El presente ordenamiento tiene por objeto reglamentar la Ley General de Desarrollo Social. Sus 

disposiciones son de orden público e interés social y su aplicación corresponde al Ejecutivo Federal por conducto de 

las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias.  

 

Artículo 8.- Los programas de desarrollo social previstos en el Presupuesto de Egresos de la Federación y aquéllos 

nuevos de la misma naturaleza, contendrán las acciones para hacer efectivos los derechos para el desarrollo social 

establecidos en el artículo 6 de la Ley.  

 

Artículo 9.- El Programa Nacional tiene carácter especial en términos del artículo 26 de la Ley de Planeación. Su 

formulación y seguimiento corresponden a la Secretaría conforme a lo dispuesto en los artículos 15 y 43, fracción II, 

de la Ley, sin perjuicio de la competencia que corresponda a otras dependencias y entidades de la Administración 

Pública Federal.  

 

Artículo 10.- Para formular el Programa Nacional, la Secretaría implementará los procesos de consulta pública en 

los términos de la Ley de Planeación, y recabará las propuestas de las dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal, de las Entidades Federativas y de los municipios, así como de los sectores social y 

privado.  

 

Artículo 11.- La Secretaría recabará los programas de desarrollo social a cargo de las dependencias y entidades de 

la Administración Pública Federal, así como los correspondientes en las Entidades Federativas y los municipios, y 

los remitirá a la Comisión Nacional, para el ejercicio de las funciones que le confiere el artículo 50 de la Ley 

 

Artículo 12.- El Programa Nacional incluirá, por lo menos, lo siguiente:  

I. Un diagnóstico nacional correspondiente al desarrollo social, con enfoque transversal e integral, haciendo especial 

referencia, entre otros, a los siguientes aspectos:  

a) Pobreza, marginación y vulnerabilidad;  

b) Educación; 

c) Salud;  

d) Alimentación;  

e) Vivienda;  

f) Generación de empleo e ingreso;  

g) Autoempleo y capacitación;  

h) Seguridad Social;  

i) Asistencia Social;  

j) Desarrollo regional;  

k) Infraestructura social básica;  

l) Fomento del sector social de la economía, y  

m) Los demás aspectos a que se refiere el artículo 19 de la Ley.  

 

La aplicación de este precepto será sin perjuicio de las atribuciones que competan a otras dependencias y entidades 

de la Administración Pública Federal.  
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II. Los objetivos, políticas, estrategias, prioridades, acciones y metas nacionales correspondientes al desarrollo 

social, para atender la problemática de cada uno de los incisos a que se refiere la fracción anterior;  

III. La estimación de los recursos, fuentes de financiamiento, así como la determinación de los instrumentos y de las 

dependencias o entidades de la Administración Pública Federal responsables de su ejecución;  

IV. Los mecanismos de coordinación entre los diferentes órdenes de gobierno, así como de concertación con los 

sectores social y privado;  

V. Los mecanismos de participación ciudadana en la planeación, definición, ejecución, monitoreo y 

evaluación de políticas públicas y programas de desarrollo social;  

VI. Los mecanismos de transparencia, de rendición de cuentas y de contraloría social que serán impulsados 

en los programas de desarrollo social, y  

VII. Los mecanismos de evaluación que determine el Consejo Nacional de Evaluación. 

 

CAPÍTULO VIII De la Participación Social  

Artículo 53.- Las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal promoverán la participación social 

en la planeación, ejecución, evaluación y supervisión de la Política Social, conforme a lo que dispone la Ley, la Ley 

de Planeación, la Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil, 

este Reglamento y las reglas para la participación social que apruebe la Comisión Nacional.  

Artículo 54.- En la consecución de los principios, objetivos y metas de la Política Social, las dependencias y 

entidades de la Administración Pública Federal promoverán la participación de los beneficiarios, de las instituciones 

de educación públicas y privadas, organizaciones campesinas y de trabajadores, sociedades cooperativas, 

comunidades, organizaciones de la sociedad civil y demás formas de organización de los sectores social y privado 

legalmente reconocidas.  

Artículo 55.- La Secretaría elaborará y someterá a la aprobación de la Comisión Nacional, las reglas que deberán 

regir la participación social, para garantizar el derecho de las personas y organizaciones a intervenir e integrarse, 

individual o colectivamente, en la planeación, ejecución, evaluación y supervisión de la Política Social.  

Artículo 56.- La participación social en la planeación, ejecución, evaluación y supervisión de la Política Social, se 

realizará a través de cualquiera de las siguientes acciones: I. Difusión y Promoción; II. Consultas públicas; III. 

Convocatorias, en el caso de las organizaciones, y IV. Coinversión. Sección I De la Difusión y Promoción  

Artículo 57.- El Gobierno Federal deberá difundir e informar a la sociedad sobre las reglas y lineamientos de las 

políticas, programas y acciones de desarrollo social, así como el monto presupuestal asignado para las mismas. 

Sección II De las Consultas Públicas  

Artículo 58.- El Gobierno Federal, a través de la Secretaría, podrá realizar consultas públicas sobre los programas y 

acciones de desarrollo social, con el propósito de recibir propuestas y, en su caso, incorporarlas a los mismos.  

Artículo 59.- Las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal difundirán los resultados de la 

consulta pública. Sección III De las Convocatorias  

Artículo 60.- El Gobierno Federal, los de las Entidades Federativas y los de los municipios, con base en la Ley, la 

Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por las Organizaciones de la Sociedad Civil, y de conformidad 

con las reglas que apruebe la Comisión Nacional para regir la participación social; harán, cuando menos, las 

siguientes convocatorias públicas:  
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I. Para la participación social en la formulación de las políticas sociales en beneficio de las personas, familias y 

grupos identificados en situación de pobreza, marginación o vulnerabilidad;  

II. Para la participación social en la formulación de las políticas para el fomento del sector social de la economía;  

III. Para la participación social en la ejecución de programas de desarrollo social y en la instrumentación y 

sistematización de modelos y prácticas de intervención por medio de la coinversión social, y  

IV. Para que realicen acciones de contraloría social y participen en la supervisión, vigilancia y seguimiento de los 

programas de desarrollo social.  

Artículo 61.- Las convocatorias que se elaboren deberán contener, al menos, la siguiente información:  

I. Fecha, lugar y hora de celebración;  

II. II. Objetivo y temática;  

III. III. Características de los proyectos o acciones;  

IV. IV. Recursos financieros requeridos, en su caso;  

V. V. Criterios, requisitos y modalidades de participación;  

VI. VI. Cobertura, y  

VII. VII. Fecha y medio para la difusión de los resultados de la convocatoria.  

 

Artículo 62.- Las convocatorias deberán darse a conocer a través de los medios masivos de comunicación que 

garanticen el acceso de la sociedad a la información, además de publicarse en el Diario Oficial de la Federación. 

Sección IV De la Coinversión  

Artículo 63.- En las convocatorias de proyectos de coinversión social se deberá prever un proceso de dictaminación 

que definirá cada convocante, en el que invariablemente incluirá a miembros de los sectores social y privado. Los 

criterios del proceso de dictaminación deberán difundirse previamente a la emisión de la convocatoria. En la 

dictaminación podrán ser invitados de manera directa los miembros de los sectores social y privado, de acuerdo con 

los requisitos que el convocante defina en la invitación o convocatoria respectiva, según sea el caso.  

Artículo 64.- Las convocatorias a que se refiere el artículo anterior deberán contener, además de lo establecido en 

el artículo 61 de este Reglamento, lo siguiente:  

I Requisitos de participación;  

II. La aportación gubernamental, señalando en su caso, el monto máximo;  

III. Porcentajes de coinversión;  

IV. Criterios de elegibilidad de los proyectos y de priorización aplicables;  

V. Lugares y plazos de recepción de proyectos;  

VI. Esquema de dictaminación, y VII. Plazos de dictaminación. Estas convocatorias se publicarán en el 

Diario Oficial de la Federación.  

Artículo 65.- Los proyectos de coinversión social serán objeto de control, seguimiento y evaluación en 

los términos previstos en la Ley y en las demás disposiciones jurídicas aplicables.  
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CAPÍTULO IX De la Denuncia Popular  

Artículo 66.- Toda persona u organización tiene derecho a denunciar cualquier hecho, acto u omisión violatorio de 

los derechos para el desarrollo social referidos en el Título Segundo de la Ley, y cualquier violación a ésta o a los 

demás ordenamientos que regulen materias relacionadas con el desarrollo social. Las denuncias deberán 

presentarse en la dependencia o entidad responsable, mediante un escrito que reúna los requisitos que establece el 

artículo 68 de la Ley, sin perjuicio del ejercicio de las funciones que tiene encomendadas la contraloría social en el 

artículo 71 de la misma.  

CAPÍTULO X De la Contraloría Social  

Artículo 67.- El Gobierno Federal impulsará la creación de contralorías sociales por parte de los beneficiarios, con el 

fin de verificar la adecuada ejecución de los programas de desarrollo social, la correcta aplicación de los recursos 

públicos asignados a los mismos y el cumplimiento de las metas. Las dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal, así como los que reciban, gestionen o utilicen total o parcialmente recursos públicos 

federales, observarán los lineamientos que al efecto emita la Secretaría de la Función Pública, de conformidad con 

la competencia que le confiere la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, los Convenios de Coordinación 

y demás disposiciones aplicables.  

Artículo 68.- Las reglas de operación de los programas de desarrollo social deberán prever mecanismos de 

contraloría social y los requisitos para su conformación, para asegurar que los beneficiarios hagan uso de esta 

práctica de transparencia y rendición de cuentas. Para tales efectos, el Gobierno Federal difundirá sus esquemas de 

contraloría social y proporcionará a los beneficiarios la asesoría y colaboración necesarias para su integración y 

funcionamiento.  

Artículo 69.- La contraloría social estará integrada y deberá ejercerse por los beneficiarios que, de manera 

organizada, independiente, voluntaria y honorífica, se constituyan con tal carácter ante la dependencia o 

entidad que tenga a su cargo el programa objeto de verificación, seguimiento y vigilancia. Las tareas de 

contraloría social deberán ser ajenas a cualquier partido u organización política.  

Artículo 70.- Las contralorías sociales deberán registrarse ante la dependencia o entidad de la Administración 

Pública Federal que tenga a su cargo el programa de desarrollo social, señalando mediante escrito libre, el nombre 

del mismo y ejercicio fiscal respectivo, su representación y domicilio legal, así como los mecanismos e instrumentos 

que utilizará para el ejercicio de sus funciones. Las dependencias o entidades de la Administración Pública Federal 

realizarán el proceso de registro para las localidades en las que opere el programa de desarrollo social. La vigencia 

de dicho registro será válida para el ejercicio fiscal correspondiente. La dependencia o entidad de la Administración 

Pública Federal respectiva tomará nota de la solicitud y verificará únicamente la calidad de beneficiarios de los 

solicitantes en el padrón correspondiente. Si advierte que los solicitantes no tienen esa calidad, deberá señalárselo 

dentro de los quince días siguientes a la presentación de la solicitud. Los solicitantes podrán acudir ante la propia 

autoridad para hacer las aclaraciones conducentes o impugnar la resolución por las vías correspondientes. 

Transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, y de no haber ninguna objeción, la autoridad estará 

obligada a expedir la constancia del registro.  

Artículo 71.- Las contralorías sociales emitirán informes anuales respecto de la vigilancia en la ejecución de los 

programas de desarrollo social y en el ejercicio y aplicación de los recursos federales asignados a los mismos, así 

como de la verificación en el cumplimiento de las metas, los cuales se presentarán ante las dependencias y 

entidades de la Administración Pública Federal correspondientes; de igual forma, dichos informes se enviarán, en su 

caso, al órgano interno de control de la dependencia o entidad que corresponda. Asimismo, se podrán presentar 



“Participación Social en la gestión de los recursos públicos” 

 

 
 

 28 

ante los órganos estatales de control cuando el programa de desarrollo social esté financiado con recursos 

federales. Los informes deberán entregarse dentro de los noventa días siguientes al término del ejercicio fiscal 

correspondiente, con la información que determinen las reglas de operación del programa respectivo.  

Artículo 72.- El Consejo Nacional de Evaluación deberá informar anualmente al Titular de la Secretaría sobre los 

resultados de las actividades realizadas por las contralorías sociales.  

Artículo 73.- Los esquemas de contraloría social que se instrumenten, así como los informes que proporcionen las 

propias contralorías, deberán ser difundidos por medio de las páginas de Internet de las dependencias y entidades 

de la Administración Pública Federal y por los medios idóneos y de mayor alcance para los propios beneficiarios y la 

sociedad en general.  

Artículo 74.- Las funciones de contraloría social en ningún caso sustituirán las atribuciones que, de conformidad con 

las disposiciones aplicables, correspondan a las autoridades en materia de control, evaluación, fiscalización, 

seguimiento, investigación y sanción respecto de la aplicación y ejercicio de recursos públicos destinados a los 

programas de desarrollo social.  

 

Ley General de Salud 

  

Artículo 2. El derecho a la protección de la salud, tiene las siguientes finalidades: …  

V. El disfrute de servicios de salud y de asistencia social que satisfagan eficaz y oportunamente las necesidades de 

la población;  

  

Artículo 3. En los términos de esta Ley, es materia de salubridad general: …  

I-III 

IV. La atención materno-infantil;  

IV Bis. El programa de nutrición materno-infantil en los pueblos y comunidades indígenas; …  

VIII. La promoción de la formación de recursos humanos para la salud; …  

XI. La educación para la salud;  

XII. La prevención, orientación control y vigilancia en materia de nutrición; …  

XVI. La prevención y el control de enfermedades no transmisibles y accidentes; …  

XVIII. La asistencia social; …  

  

Artículo 27. Para los efectos del derecho a la protección de la salud, se consideran servicios básicos de salud los 

referentes a:  

I. a VIII. ...  

IX. La promoción del mejoramiento de la nutrición;  

X. La asistencia social a los grupos más vulnerables y, de éstos, de manera especial, a los pertenecientes a las 

comunidades indígenas,  
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Artículo 114. Para la atención y mejoramiento de la nutrición de la población, la Secretaría de Salud participará, de 

manera permanente, en los programas de alimentación del Gobierno Federal. La Secretaría de Salud, las entidades 

del sector salud y los gobiernos de las entidades federativas, en sus respectivos ámbitos de competencia, 

formularán y desarrollarán programas de nutrición, promoviendo la participación en los mismos de los organismos 

nacionales e internacionales cuyas actividades se relacionen con la nutrición, alimentos, y su disponibilidad, así 

como de los sectores sociales y privado.  

 

Artículo 115. La Secretaría de Salud tendrá a su cargo: …  

II. Normar el desarrollo de los programas y actividades de educación en materia de nutrición, prevención, 

tratamiento y control de la desnutrición y obesidad, encaminados a promover hábitos alimentarios adecuados, 

preferentemente en los grupos sociales más vulnerables;  

III. Normar el establecimiento, operación y evaluación de servicios de nutrición en las zonas que se determinen, en 

función de las mayores carencias y problemas de salud;  

IV. Normar el valor nutritivo y características de la alimentación en establecimientos de servicios colectivos y en 

alimentos y bebidas no alcohólicas.  

VI. Recomendar las dietas y los procedimientos que conduzcan al consumo efectivo de los mínimos de nutrimentos 

por la población en general, y proveer en la esfera de su competencia a dicho consumo.  

  

Artículo 172. El Gobierno Federal contará con un organismo que tendrá entre sus objetivos la promoción de la 

asistencia social, prestación de servicios en ese campo y la realización de las demás acciones que establezcan las 

disposiciones legales aplicables. Dicho organismo promoverá la interrelación sistemática de acciones que en el 

campo de la asistencia social lleven a cabo las instituciones públicas. …  

  

Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública 

 
 

Artículo 1.- La presente Ley es reglamentaria del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos en materia de Seguridad Pública y tiene por objeto regular la integración, organización y funcionamiento 

del Sistema Nacional de Seguridad Pública, así como establecer la distribución de competencias y las bases de 

coordinación entre la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, en esta materia. 

 

Sus disposiciones son de orden público e interés social y de observancia general en todo el territorio nacional. 

 

Artículo 6.- Las Instituciones de Seguridad Pública serán de carácter civil, disciplinado y profesional, su actuación 

se regirá además, por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, honradez, y respeto a los derechos 

humanos reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Deberán fomentar la 

participación ciudadana y rendir cuentas en términos de ley. 
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Artículo 7.- Conforme a las bases que establece el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, las Instituciones de Seguridad Pública de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, 

en el ámbito de su competencia y en los términos de esta Ley, deberán coordinarse para: 

 

I-XII.   

 

XIII.  Determinar la participación de la comunidad y de instituciones académicas en coadyuvancia de los 

procesos de evaluación de las políticas de prevención del delito, así como de las Instituciones de Seguridad Pública, 

a través de mecanismos eficaces; 

Fracción recorrida DOF 17-04-2012 

 

Artículo 14.- El Consejo Nacional tendrá las siguientes atribuciones: 

 

I-XIII 

 

XIV. Promover el establecimiento de unidades de consulta y participación de la comunidad en las Instituciones 

de Seguridad Pública; 

 

XVI. Establecer mecanismos eficaces para que la sociedad participe en los procesos de evaluación de las 

políticas de prevención del delito, así como de las instituciones de Seguridad Pública; 

 
Artículo 34.- En el Distrito Federal y en los Estados se establecerán consejos locales encargados de la 

coordinación, planeación e implementación del Sistema en los respectivos ámbitos de gobierno. Asimismo, serán los 

responsables de dar seguimiento a los acuerdos, lineamientos y políticas emitidos por el Consejo Nacional, en sus 

respectivos ámbitos de competencia. 

 

En los consejos locales de cada Estado participarán los municipios en los términos de la legislación de cada entidad 

federativa. En el caso del Distrito Federal, participarán los titulares de los órganos político administrativos de las 

demarcaciones territoriales, de conformidad con la legislación aplicable. Estos Consejos invitarán a cada sesión 

al menos a dos representantes de la sociedad civil o de la comunidad, de conformidad con los temas a 

tratar. Su participación será de carácter honorífico. 

 

Los Consejos Locales y las Instancias Regionales de Coordinación se organizarán, de modo que permita el 

cumplimiento de sus fines, tomando como base la estructura del Sistema e integración del Consejo Nacional. 

 

Los Consejos Locales determinaran su organización y la de las Instancias Regionales de Coordinación 

correspondientes en términos de esta Ley. 

 

TÍTULO OCTAVO 
DE LA PARTICIPACIÓN DE LA COMUNIDAD 

 
CAPÍTULO ÚNICO 
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De los Servicios de Atención a la Población 
 

Artículo 128.- El Centro Nacional de Prevención del Delito y Participación Ciudadana establecerá mecanismos 
eficaces para que la sociedad participe en el seguimiento, evaluación y supervisión del Sistema, en los términos de 
esta ley y demás ordenamientos aplicables. 

 
Dicha participación se realizará en coadyuvancia y corresponsabilidad con las autoridades, a través de: 
 
I. La comunidad, tenga o no estructura organizativa, y 
 
II. La sociedad civil organizada. 
 
Artículo 129.- El Centro Nacional de Prevención del Delito y Participación Ciudadana impulsará las acciones 

necesarias para que la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los municipios, establezcan un servicio para la 
localización de personas y bienes, que promueva la colaboración y participación ciudadana. 

 
Para el caso de la sustracción de menores, deberán implementarse sistemas de alerta y protocolos de acción 

inmediata para su búsqueda y localización, en el que coadyuven con los integrantes del sistema las corporaciones 
de emergencia, medios de comunicación, prestadores de servicios de telecomunicaciones, organizaciones no 
gubernamentales y ciudadanía en general. 

Artículo reformado DOF 14-06-2012 
 
Artículo 130.- El Centro Nacional de Prevención del Delito y Participación Ciudadana promoverá que la 

Federación, los Estados, el Distrito Federal y los municipios establezcan un servicio de comunicación que reciba los 
reportes de la comunidad, sobre las emergencias, faltas y delitos de que tenga conocimiento. 

 
El servicio tendrá comunicación directa con las Instituciones de Seguridad Pública, de salud, de protección civil y 

las demás asistenciales públicas y privadas. 
 
Artículo 131.- Para mejorar el servicio de Seguridad Pública, las instancias de coordinación que prevé esta Ley 

promoverán la participación de la comunidad a través de las siguientes acciones: 
 
I. Participar en la evaluación de las políticas y de las instituciones de seguridad pública. 
 
II. Opinar sobre políticas en materia de Seguridad Pública; 
 
III. Sugerir medidas específicas y acciones concretas para esta función; 
 
IV. Realizar labores de seguimiento; 
 
V. Proponer reconocimientos por méritos o estímulos para los Integrantes de las Instituciones; 
 
VI. Realizar denuncias o quejas sobre irregularidades, y 
 
VII. Auxiliar a las autoridades competentes en el ejercicio de sus tareas y participar en las actividades que no 

sean confidenciales o pongan en riesgo el buen desempeño en la función de Seguridad Pública. 
 
Artículo 132.- El Centro Nacional de Prevención del Delito y Participación Ciudadana promoverá que las 

Instituciones de Seguridad Pública cuenten con una entidad de consulta y participación de la comunidad, para 
alcanzar los propósitos del artículo anterior. 
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La participación ciudadana en materia de evaluación de políticas y de instituciones, se sujetará a los indicadores 

previamente establecidos con la autoridad sobre los siguientes temas: 
 
I. El desempeño de sus integrantes; 
 
II. El servicio prestado, y 
 
III. El impacto de las políticas públicas en prevención del delito. 
 
Los resultados de los estudios deberán ser entregados a las Instituciones de Seguridad Pública, así como a los 

Consejos del Sistema, según corresponda. Estos estudios servirán para la formulación de políticas públicas en la 
materia. 

 
Artículo 133.- El Centro Nacional de Información deberá proporcionar la información necesaria y conducente 

para el desarrollo de las actividades en materia de participación ciudadana. No se podrá proporcionar la información 
que ponga en riesgo la seguridad pública o personal. 

 
Artículo 134.- Las legislaciones de la Federación, el Distrito Federal y los estados establecerán políticas 

públicas de atención a la víctima, que deberán prever, al menos los siguientes rubros: 
 
I. Atención de la denuncia en forma pronta y expedita; 
 
II. Atención jurídica, médica y psicológica especializada; 
 
III. Medidas de protección a la víctima, y 
 
IV. Otras, en los términos del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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Ley de Coordinación Fiscal 2 

 

Artículo Disposición 

Capítulo I. 

Artículo 1º 

El objeto de la Ley, coordinar el sistema fiscal de la Federación con los de los Estados, Municipios y Distrito 

Federal. 

Artículo 2º. Del Fondo General de Participaciones  

Capítulo II Del Sistema Nacional de Coordinación Fiscal 

Capítulo III De la Colaboración Administrativa entre las Entidades y la Federación 

Capítulo IV De los Organismos en Materia de Coordinación 

Capitulo V De los Fondos de Aportaciones Federales 

Artículo 25. 

Con independencia de lo establecido en los capítulos I a IV de esta Ley, respecto de la participación de los 

Estados, Municipios y el Distrito Federal en la recaudación federal participable, se establecen las aportaciones 

federales, como recursos que la Federación transfiere a las haciendas públicas de los Estados, Distrito Federal, y 

en su caso, de los Municipios, condicionando su gasto a la consecución y cumplimiento de los objetivos que para 

cada tipo de aportación establece esta Ley, para los Fondos siguientes: 

 

I.  Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo; 

II.  Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud; 

III.  Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social; 

IV.  Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales 

del Distrito Federal; 

V.  Fondo de Aportaciones Múltiples. 

VI.-  Fondo de Aportaciones para la Educación Tecnológica y de Adultos, y 

VII.-  Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal. 

VIII.-  Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de las Entidades Federativas. 

 

Dichos Fondos se integrarán, distribuirán, administrarán, ejercerán y supervisarán, de acuerdo a lo dispuesto en 

el presente Capítulo. 

 

Artículo 33.- Las aportaciones federales que con cargo al Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social 

reciban las entidades, los municipios y las demarcaciones territoriales, se destinarán exclusivamente al 

financiamiento de obras, acciones sociales básicas y a inversiones que beneficien directamente a población en 

pobreza extrema, localidades con alto o muy alto nivel de rezago social conforme a lo previsto en la Ley General de 

Desarrollo Social, y en las zonas de atención prioritaria. 

 

A.  Los recursos del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, se destinarán a los 

siguientes rubros: 

 

 I. Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones 

Territoriales del Distrito Federal: agua potable, alcantarillado, drenaje y letrinas, urbanización, 

electrificación rural y de colonias pobres, infraestructura básica del sector salud y educativo, 

mejoramiento de vivienda, así como mantenimiento de infraestructura, conforme a lo señalado en el 

                                                 
2

La normatividad puede consultarse en la siguiente dirección electrónica, se utiliza la ley vigente: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/doc/31.doc  

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/doc/31.doc
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catálogo de acciones establecido en los Lineamientos del Fondo que emita la Secretaría de Desarrollo 

Social. 

 

 II. Fondo de Infraestructura Social para las Entidades: obras y acciones que beneficien 

preferentemente a la población de los municipios, demarcaciones territoriales y localidades que 

presenten mayores niveles de rezago social y pobreza extrema en la entidad. 

 

 Asimismo, las obras y acciones que se realicen con los recursos del fondo a que se refiere este 

artículo, se deberán orientar preferentemente conforme al Informe anual de la situación de pobreza y 

rezago social de las entidades y sus respectivos municipios o demarcaciones territoriales que realice la 

Secretaría de Desarrollo Social, mismo que se deberá publicar en el Diario Oficial de la Federación a 

más tardar el último día hábil de enero. 

 

 En el caso de los municipios y de las demarcaciones territoriales, éstos podrán disponer de hasta 

un 2% del total de recursos del Fondo para la Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones 

Territoriales del Distrito Federal que les correspondan para la realización de un Programa de Desarrollo 

Institucional Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal. Este programa será 

convenido entre el Ejecutivo Federal a través de la Secretaría de Desarrollo Social, el Gobierno de la 

entidad correspondiente y el municipio o demarcación territorial de que se trate. Los recursos de este 

programa podrán utilizarse para la elaboración de proyectos con la finalidad de fortalecer las 

capacidades de gestión del municipio o demarcación territorial, de acuerdo con lo señalado en el 

catálogo de acciones establecido en los Lineamientos del Fondo que emita la Secretaría de Desarrollo 

Social. 

 

 Adicionalmente, las entidades, los municipios o demarcaciones territoriales podrán destinar hasta 

el 3% de los recursos que les correspondan de este Fondo para ser aplicados como gastos indirectos 

para la verificación y seguimiento de las obras y acciones que se realicen, así como para la realización 

de estudios y la evaluación de proyectos que cumplan con los fines específicos a que se refiere este 

artículo. 

 

B. La Secretaría de Desarrollo Social, las entidades y los municipios o demarcaciones territoriales y la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, tendrán las siguientes obligaciones: 

 

I.  De la Secretaría de Desarrollo Social: 

 

II.  De las entidades, municipios y demarcaciones territoriales: 

 

a)  Hacer del conocimiento de sus habitantes, al menos a través de la página oficial de 

Internet de la entidad federativa conforme a los lineamientos de información pública financiera en 

línea del Consejo de Armonización Contable, los montos que reciban, las obras y acciones a 

realizar, el costo de cada una, su ubicación, metas y beneficiarios; 
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b)  Promover la participación de las comunidades beneficiarias en su destino, aplicación y 

vigilancia, así como en la programación, ejecución, control, seguimiento y evaluación de las obras 

y acciones que se vayan a realizar; 

 

c)  Informar a sus habitantes los avances del ejercicio de los recursos trimestralmente y al 

término de cada ejercicio, sobre los resultados alcanzados; al menos a través de la página oficial 

de Internet de la entidad federativa, conforme a los lineamientos de información pública del 

Consejo Nacional de Armonización Contable, en los términos de la Ley General de Contabilidad 

Gubernamental; 

 

d)  Proporcionar a la Secretaría de Desarrollo Social, la información que sobre la utilización 

del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social le sea requerida. En el caso de los 

municipios y de las demarcaciones territoriales, lo harán por conducto de las entidades; 

 

e)  Procurar que las obras que realicen con los recursos de los Fondos sean compatibles con 

la preservación y protección del medio ambiente y que impulsen el desarrollo sostenible; 

 

f)  Reportar trimestralmente a la Secretaría de Desarrollo Social, a través de sus 

Delegaciones Estatales o instancia equivalente en el Distrito Federal, así como a la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, el seguimiento sobre el uso de los recursos del Fondo, en los 

términos que establecen los artículos 48 y 49 de esta Ley, así como con base en el Informe anual 

sobre la situación de pobreza y rezago social de las entidades y sus respectivos municipios o 

demarcaciones territoriales. Asimismo, las entidades, los municipios y las demarcaciones 

territoriales, deberán proporcionar la información adicional que solicite dicha Secretaría para la 

supervisión y seguimiento de los recursos, y 

 

g) Publicar en su página oficial de Internet las obras financiadas con los recursos de este 

Fondo. Dichas publicaciones deberán contener, entre otros datos, la información del contrato bajo 

el cual se celebra, informes trimestrales de los avances y, en su caso, evidencias de conclusión. 

 

 Los municipios que no cuenten con página oficial de Internet, convendrán con el gobierno 

de la entidad federativa correspondiente, para que éste publique la información correspondiente al 

municipio, y 

 

III. De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público… 
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Acuerdo por el que se establecen los lineamientos para la promoción y operación de la contraloría social en 

los programas federales de desarrollo social 

 

SECCION I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

PRIMERO.- Los presentes Lineamientos tienen por objeto establecer las bases conforme a las cuales se 

promoverá y operará la contraloría social en los programas federales de desarrollo social. 

SEGUNDO.- Estos Lineamientos son de observancia obligatoria para las dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal que tengan a su cargo programas de desarrollo social. 

TERCERO.- Para los efectos de los presentes Lineamientos, se entenderá por: 

I. Actividades de contraloría social: a aquellas que realizan los beneficiarios de los programas de 

desarrollo social a cargo de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, orientadas 

al seguimiento, supervisión y vigilancia de dichos programas; 

II. Actividades de promoción de contraloría social: a aquellas que realizan los servidores públicos de la 

Administración Pública Federal, de las entidades federativas y de los municipios para que los beneficiarios 

de los programas de desarrollo social lleven a cabo sus actividades de contraloría social. Estas actividades 

consisten en: entrega de información, otorgamiento de capacitación y asesoría, captación de cédulas de 

vigilancia y de informes, captación y atención a quejas y denuncias, así como seguimiento de los resultados 

en materia de contraloría social; 

III. Comités de Contraloría Social o Comités: a las contralorías sociales a que se refiere el artículo 67 del 

Reglamento de la Ley General de Desarrollo Social, que son las formas de organización social constituidas 

por los beneficiarios de los programas de desarrollo social a cargo de las dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal, para el seguimiento, supervisión y vigilancia de la ejecución de dichos 

programas, del cumplimiento de las metas y acciones comprometidas en éstos, así como de la correcta 

aplicación de los recursos asignados a los mismos; 

IV. DGORCS: a la Dirección General de Operación Regional y Contraloría Social de la Secretaría de la 

Función Pública; 

V. Esquema de contraloría social: la estrategia conforme a la cual se realizarán las actividades de 

promoción de contraloría social, de acuerdo a las características de cada programa federal de desarrollo 

social; 

VI. Guía Operativa: a la Guía Operativa de Contraloría Social elaborada por las dependencias y entidades de 

la Administración Pública Federal que tengan a su cargo el programa de desarrollo social de que se trate, 

con base en el esquema de contraloría social; 

VII. Instancia(s) Normativa(s): a la unidad administrativa de la dependencia o entidad de la Administración 

Pública Federal que tiene a su cargo el programa de desarrollo social y es responsable directa de la 

promoción de la contraloría social; 

VIII. Localidad: La circunscripción territorial en la que se aplica un programa federal; 
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IX. OEC: a los Órganos Estatales de Control, entendidos como las dependencias de las administraciones 

públicas de los gobiernos estatales y del Distrito Federal, que tienen a su cargo las atribuciones en materia 

de control y fiscalización de la gestión pública; 

X. PATCS: al Programa Anual de Trabajo de Contraloría Social elaborado por la instancia normativa, en el 

que se establecen las actividades, los responsables, las metas y el calendario de ejecución para promover 

la contraloría social; 

XI. Programa federal: al programa de desarrollo social a cargo de alguna dependencia o entidad de la 

Administración Pública Federal; 

XII. Representación(es) Federal(es): a la unidad administrativa de la dependencia o entidad de la 

Administración Pública Federal, responsable de ejecutar o coordinar la ejecución del programa federal, en 

el ámbito de las entidades federativas; 

XIII. Quejas y denuncias: a las manifestaciones realizadas por los beneficiarios de los programas federales de 

desarrollo social o un tercero, sobre la aplicación y ejecución de los programas o sobre hechos 

relacionados con dichos programas que puedan dar lugar al fincamiento de responsabilidades 

administrativas, civiles o penales de servidores públicos; 

XIV. Secretaría: a la Secretaría de la Función Pública, y 

XV. Sistema Informático: al sistema de información de contraloría social diseñado y administrado por la 

Secretaría con la finalidad de controlar el registro de los Comités y las actividades que realizan, así como 

aquéllas de promoción de contraloría social a cargo de las Instancias Normativas y de las 

Representaciones Federales. 

CUARTO.- Los titulares de las Instancias Normativas y de las Representaciones Federales designarán al o los 

servidores públicos responsables de promover la contraloría social, quienes fungirán como enlace con la DGORCS 

para el desahogo de consultas y el intercambio de información en materia de contraloría social. 

QUINTO.- Las actividades de contraloría social serán ejecutadas por los beneficiarios de los programas 

federales, a través de los Comités que constituyan. 

SEXTO.- La Secretaría, a través de la DGORCS, interpretará para efectos administrativos los presentes 

Lineamientos y resolverá cualquier situación no prevista en los mismos. 

SEPTIMO.- La promoción y operación de la contraloría social en los programas estatales o municipales de 

desarrollo social que sean apoyados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal con 

recursos públicos federales, se regirán por las disposiciones que en materia de contraloría social hayan emitido las 

entidades federativas o, a falta de dichas disposiciones y previo acuerdo entre los órdenes de gobierno 

correspondientes, serán aplicables en lo conducente los presentes Lineamientos. 

 

SECCION II 

DE LA PROMOCION DE LA CONTRALORIA SOCIAL 

OCTAVO.- Para la promoción de la contraloría social en los programas federales, la DGORCS tendrá las 

siguientes funciones: 

I. Asesorar a los servidores públicos de los gobiernos federal, de las entidades federativas y de los 

municipios, responsables de promover la contraloría social; 
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II. Promover la coordinación interinstitucional entre los tres órdenes de gobierno, para la planeación, 

operación, seguimiento y evaluación de la contraloría social; 

III. Establecer la coordinación necesaria con las unidades administrativas competentes de la Secretaría, para 

el diseño, la elaboración de los criterios de operación, la administración y la puesta a disposición del 

Sistema Informático ante las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, los gobiernos 

de las entidades federativas y de los municipios; 

IV. Establecer la coordinación necesaria con el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 

Social, para la evaluación de la contraloría social en los programas federales; 

V. Elaborar los criterios y procedimientos para la verificación de las actividades de promoción de la contraloría 

social, así como de los resultados de las actividades de los Comités; 

VI. Dar seguimiento a las acciones en materia de contraloría social, con apoyo de las Instancias Normativas, 

de los Organos Internos de Control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal a 

cargo de los programas federales y de los OEC, en este último caso, conforme a los Acuerdos de 

Coordinación correspondientes, así como emitir las recomendaciones que resulten pertinentes; 

VII. Publicar en la página de Internet de la Secretaría de la Función Pública los resultados generales derivados 

del análisis de las acciones de contraloría social en los programas federales, y 

VIII. Las demás previstas en los presentes Lineamientos. 

NOVENO.- Las Instancias Normativas y las Representaciones Federales promoverán la contraloría social en los 

programas federales. 

Al efecto, la Instancia Normativa diseñará un esquema de contraloría social con base en las características 

operativas del programa federal de que se trate, así como la Guía Operativa y un PATCS por cada programa federal 

a su cargo. 

El esquema de contraloría social, la Guía Operativa y el PATCS, previamente a su aplicación, serán remitidos a 

la DGORCS, en un plazo no mayor a veinte días hábiles posteriores al inicio del ejercicio fiscal de que se trate, a 

efecto de que ésta verifique que dichos documentos reúnan los requisitos establecidos en los presentes 

Lineamientos y, en su caso, emitirá un oficio de validación en un plazo no mayor a quince días hábiles, contados a 

partir de la recepción de los documentos. 

Una vez validados los documentos señalados, la Instancia Normativa capturará esta información en el Sistema 

Informático en un plazo no mayor a diez días hábiles, contados a partir de la recepción del oficio de validación. 

Tratándose de programas federales sujetos a reglas de operación, la Instancia Normativa deberá incluir en 

éstas, el esquema de contraloría social correspondiente, por lo que para la validación a que se refiere el tercer 

párrafo de este Lineamiento, la Instancia Normativa enviará a la DGORCS dicho esquema durante el proceso de 

elaboración de las reglas de operación, debiéndose emitir el oficio de validación respectivo previamente a la 

publicación de las mencionadas reglas en el Diario Oficial de la Federación. 

La Instancia Normativa deberá proporcionar a las Representaciones Federales la Guía Operativa y el PATCS, a 

efecto de apoyar sus actividades de promoción de contraloría social en los programas federales y garantizar su 

cumplimiento. 

El esquema de contraloría social, la Guía Operativa y el PATCS serán actualizados anualmente considerando 

las modificaciones operativas del programa federal de que se trate, así como las recomendaciones emitidas por la 

DGORCS, debiéndose presentar dichos documentos previamente a su aplicación ante esa Dirección General, en el 
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término señalado en el tercer párrafo de este Lineamiento, a efecto de que los verifique y, en su caso, emita el oficio 

de validación respectivo en el plazo a que se refiere dicho párrafo. 

DECIMO.- El esquema de contraloría social deberá contener información relacionada con las actividades de 

promoción que realicen la Instancia Normativa y las Representaciones Federales, incluyendo al menos la siguiente: 

I. Los medios por los cuales se difundirán la información relacionada con el programa federal y los 

procedimientos para realizar las actividades de contraloría social; 

II. Los responsables de organizar la constitución de los Comités y de proporcionar la capacitación y asesoría a 

los mismos, así como de la captación de sus cédulas de vigilancia e informes anuales; 

III. Los mecanismos de seguimiento a las actividades de contraloría social, así como de sus resultados y la 

vinculación que éstas tendrán con el sistema de atención ciudadana, y 

IV. Las actividades cuya realización podrán convenir la Instancia Normativa o las Representaciones Federales 

con los gobiernos de las entidades federativas o municipios responsables de ejecutar el programa federal. 

DECIMO PRIMERO.- La Guía Operativa deberá contener al menos lo siguiente: 

I. Los aspectos que deben incluirse en el programa de trabajo a desarrollar entre las Representaciones 

Federales y los gobiernos de las entidades federativas o de los municipios, para promover la contraloría 

social en los programas federales; 

II. El procedimiento y formatos para la constitución y registro de los Comités; 

III. El plan de difusión, elaborado de acuerdo con lo establecido en el Lineamiento Décimo Tercero del 

presente instrumento, así como el procedimiento para distribuir la información sobre las obras, servicios o 

apoyos económicos o en especie que contemple el programa federal de que se trate para la localidad 

correspondiente; 

IV. El procedimiento para la capacitación de los servidores públicos responsables de realizar las actividades de 

promoción, así como de los Comités; 

V. Las cédulas de vigilancia y los formatos de informes anuales que deberán llenar los Comités, así como los 

procedimientos para su captación; 

VI. La operación de los mecanismos específicos para la captación de quejas y denuncias y los procedimientos 

para atender e investigar aquéllas relacionadas con la ejecución y aplicación de los programas federales, y 

VII. El procedimiento para la captura de información en el Sistema Informático. 

DECIMO SEGUNDO.- La instancia normativa deberá contemplar en el PATCS por lo menos los siguientes 

aspectos: 

I. Actividades de promoción de contraloría social; 

II. Responsables de cada una de las actividades; 

III. Unidad de medida y metas de cada actividad, y 

IV. Calendarización para la ejecución de las actividades. 

DECIMO TERCERO.- El plan de difusión se elaborará con base en las características de la población objetivo y 

en el presupuesto asignado al programa federal, y contendrá por lo menos la siguiente información: 

I. Características generales de las obras y acciones que contempla el programa federal, así como su costo, 

periodo de ejecución y fecha de entrega; 
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II. Tipos y montos de apoyos económicos o en especie, o servicios que ofrece el programa federal a los 

beneficiarios; 

III. Requisitos para elegir a los beneficiarios; 

IV. Derechos y obligaciones de los beneficiarios; 

V. Padrón de beneficiarios de la localidad; 

VI. Instancia normativa, ejecutoras del programa federal y órganos de control, así como sus respectivos 

canales de comunicación; 

VII. Medios institucionales para presentar quejas y denuncias; 

VIII. Procedimientos para realizar las actividades de contraloría social, y 

IX. Medidas para garantizar la igualdad entre mujeres y hombres en la aplicación del programa federal. 

Las representaciones federales y los gobiernos de las entidades federativas y de los municipios responsables de 

la ejecución de los programas federales, deberán proporcionar a los Comités, de manera completa y oportuna, la 

información que contemple el plan de difusión, a través de trípticos, volantes, folletos, carteles, guías, entre otros 

medios, a efecto de que realicen las actividades de contraloría social. 

Para la distribución de la información a que se refiere el presente Lineamiento, cuando las Representaciones 

Federales sean responsables de la ejecución del programa federal, podrán auxiliarse del OEC, conforme a los 

convenios de coordinación correspondientes. 

DECIMO CUARTO.- Para proporcionar la capacitación y asesoría necesarias que permitan la adecuada 

realización de las actividades de contraloría social, se, atenderá a lo siguiente: 

I. La metodología de capacitación y asesoría, así como el diseño de los materiales de apoyo a las mismas, 

estarán a cargo de la instancia normativa, la cual deberá publicar dichos materiales en su página de 

Internet; 

II. La Instancia Normativa deberá capacitar y asesorar a los servidores públicos de las Representaciones 

Federales; 

III. Las Representaciones Federales deberán capacitar y asesorar a los integrantes de los Comités, para que 

éstos cuenten con los conocimientos y herramientas necesarias que les permitan realizar las actividades de 

contraloría social. 

 En caso de que la ejecución del programa federal de que se trate, esté a cargo de entidades federativas o 

municipios, las Representaciones Federales deberán capacitar a los servidores públicos de dichos órdenes 

de gobierno para que apoyen en la capacitación y asesoría de los Comités; 

IV. La Instancia Normativa y las Representaciones Federales, para el cumplimiento de sus funciones de 

capacitación y asesoría podrán convenir el apoyo de los OEC, organizaciones de la sociedad civil, 

instituciones académicas o ciudadanos interesados en el tema, a quienes deberán proporcionar 

previamente la información, capacitación y asesoría necesarias, y 

V. La capacitación y la asesoría a los Comités, deberá impartirse en las localidades en donde se ejecute el 

programa federal. 

Las actividades de capacitación y asesoría que realicen la instancia normativa, las representaciones federales y, 

en su caso, los OEC, deberán capturarlas en el Sistema Informático, dentro de los diez días hábiles siguientes al 

término de cada trimestre. En el caso de la capacitación que proporcionen organizaciones de la sociedad civil, 



“Participación Social en la gestión de los recursos públicos” 

 

 
 

 41 

instituciones académicas o ciudadanos, sus actividades deberán ser capturadas por la instancia normativa o la 

representación federal según corresponda. 

DECIMO QUINTO.- En los convenios de coordinación que celebren las dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal con las entidades federativas, con la participación que corresponda a los municipios, 

en los cuales se convenga que dichas entidades y municipios sean ejecutores de programas federales, se deberá 

establecer en tales instrumentos jurídicos un apartado de contraloría social, en el cual podrá especificarse lo 

siguiente: 

I.  El compromiso de la Representación Federal para: 

a) Proporcionar la Guía Operativa. 

b) Proporcionar la información pública relacionada con la operación del programa federal, así como el 

material de difusión sobre las actividades de contraloría social, para que las entidades federativas y 

municipios lo distribuyan entre los Comités. 

c) Capacitar y asesorar a los servidores públicos de las entidades federativas y municipios encargados de 

la ejecución del programa federal, así como entregarles los materiales de capacitación para apoyar las 

actividades de contraloría social. 

d) Convocar a los gobiernos de las entidades federativas y de los municipios, a las reuniones que 

organice con los beneficiarios de los programas federales o los integrantes de los Comités. 

e) Tramitar ante la DGORCS el acceso al Sistema Informático, a efecto de que las entidades federativas y 

municipios capturen las actividades de promoción de contraloría social efectuadas, y 

II.-  El compromiso de las entidades federativas y municipios para: 

a) Proporcionar a los Comités toda la información pública relacionada con la operación del programa 

federal, para que realicen sus actividades de contraloría social. 

b) Organizar o participar en las reuniones que se celebren con los beneficiarios de los programas 

federales, tendientes a constituir los Comités. 

c) Capacitar y asesorar a los integrantes de los Comités. 

d) Participar en las reuniones que organice la representación federal con los beneficiarios o los 

integrantes de los Comités, para que éstos expresen sus necesidades, opiniones, quejas o denuncias 

relacionadas con la ejecución de los programas federales, la aplicación de los recursos públicos 

asignados a los mismos y el cumplimiento de las metas. 

e) Asesorar a los integrantes de los Comités en el llenado de las cédulas de vigilancia y de los formatos 

de informes, así como apoyar a la Representación Federal en su captación. 

f) Poner a disposición de los beneficiarios de los programas federales, los mecanismos locales de 

atención a quejas y denuncias, así como proporcionar la información referente a los mecanismos de 

atención a quejas y denuncias competencia del Gobierno Federal. 

g) Recibir las quejas y denuncias que puedan dar lugar al mejoramiento de la gestión de los programas 

federales o al fincamiento de responsabilidades administrativas, civiles o penales relacionadas con 

dichos programas, así como canalizarlas a las autoridades competentes. 

h) Capturar en el Sistema Informático las actividades de promoción de contraloría social que realicen y la 

información relativa a las cédulas de vigilancia y los formatos de informes anuales de los Comités. 
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i) Verificar, a través de los OEC o de los órganos municipales de control, las actividades de promoción 

de contraloría social que corresponda realizar a las entidades federativas y municipios. 

j) Dar seguimiento, en el ámbito de su competencia, a los resultados en materia de contraloría social y 

realizar las acciones conducentes para atender las irregularidades detectadas por los Comités. 

DECIMO SEXTO.- En el caso de programas federales cuya ejecución corresponda a las Representaciones 

Federales, éstas podrán solicitar el apoyo de las entidades federativas y los municipios para la promoción de la 

contraloría social, conforme a los Acuerdos de Coordinación que en materia de control y evaluación celebren el 

Gobierno Federal y las entidades federativas, para lo cual dichas Representaciones Federales deberán proporcionar 

a los OEC toda la información pública relacionada con la operación del programa. 

 

SECCION III 

DE LOS COMITES DE CONTRALORIA SOCIAL 

DECIMO SEPTIMO.- Se constituirá, al menos, un Comité por cada localidad en la que se ejecute un programa 

federal, atendiendo a las características de operación de dicho programa. 

Un mismo Comité podrá realizar actividades de contraloría social respecto de varios programas federales que se 

ejecuten en una misma localidad. En este supuesto, el Comité deberá ser constituido y registrado respecto de cada 

programa en los términos del numeral Décimo Octavo de los presentes Lineamientos. 

DECIMO OCTAVO.- Para la constitución y registro de los Comités, la Representación Federal correspondiente 

organizará una reunión al inicio de la ejecución del programa federal de que se trate, en la cual estén presentes los 

beneficiarios y, en su caso, los servidores públicos de las entidades federativas o municipios encargados de la 

ejecución del programa federal y el OEC respectivo, en la que se llevará a cabo lo siguiente: 

I. Los beneficiarios del programa federal acordarán la constitución del Comité y elegirán por mayoría de votos 

a los integrantes del mismo, lo cual deberá hacerse constar por escrito. La representación federal 

promoverá que el Comité se integre equitativamente por mujeres y hombres; salvo el caso de los 

programas federales cuya población beneficiaria sean las mujeres; 

II. Los integrantes del Comité entregarán a la representación federal un escrito libre para solicitar el registro 

del propio Comité. El escrito deberá contener el nombre del programa federal de que se trate, el ejercicio 

fiscal respectivo, la representación y domicilio legal del Comité, así como los mecanismos e instrumentos 

que utilizará para el ejercicio de sus actividades, con base en la Guía Operativa; 

III. La Representación Federal tomará nota de la solicitud y verificará que los integrantes del Comité tengan la 

calidad de beneficiarios, conforme al padrón correspondiente. En el caso de que alguno de los integrantes 

del Comité no tenga el carácter de beneficiario, la representación federal deberá informarlo inmediatamente 

al propio Comité, a efecto de que éste realice las aclaraciones conducentes o se elija al nuevo integrante 

conforme a lo previsto en la fracción I del presente Lineamiento, supuesto en el que el Comité deberá 

formular un nuevo escrito de solicitud de registro, y 

IV. La Representación Federal asesorará al Comité para la elaboración del escrito libre y le proporcionará la 

información sobre la operación del programa federal, así como la relacionada con el ejercicio de sus 

actividades. 

La Representación Federal, de no existir objeción alguna, deberá expedir la constancia de registro del Comité 

dentro de un plazo de quince días hábiles, contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud de registro, 

así como capturar la información relativa al registro del Comité en el Sistema Informático. 
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En el caso de programas federales cuya ejecución abarque más de un ejercicio fiscal, la Representación Federal 

al término del primer ejercicio fiscal emitirá, sin necesidad de solicitud previa, una nueva constancia de registro 

correspondiente al siguiente ejercicio fiscal, la cual será entregada al Comité de que se trate dentro de un plazo de 

quince días hábiles, contados a partir del inicio del ejercicio de los recursos públicos federales respectivos. 

DECIMO NOVENO.- La calidad de integrante de un Comité se pierde por las siguientes causas: 

I. Muerte del integrante; 

II. Separación voluntaria, mediante escrito dirigido a los miembros del Comité; 

III. Acuerdo del Comité tomado por mayoría de votos; 

IV. Acuerdo de la mayoría de los beneficiarios del programa federal de que se trate, y 

V. Pérdida del carácter de beneficiario. 

En los casos señalados, el Comité designará de entre los beneficiarios del programa federal al integrante 

sustituto y lo hará del conocimiento por escrito a la Representación Federal, para que ésta verifique su calidad de 

beneficiario y, de ser procedente, lo registre como miembro del Comité, debiendo capturar los cambios respectivos 

en el Sistema Informático. 

VIGESIMO.- Los Comités realizarán las siguientes actividades de contraloría social, sin perjuicio de las que 

establezca la Instancia Normativa atendiendo a las características de cada programa federal: 

I. Solicitar a la Representación Federal o a las entidades federativas y municipios que tengan a su cargo la 

ejecución del programa federal, la información pública relacionada con la operación del mismo; 

II. Vigilar que: 

a) Se difunda información suficiente, veraz y oportuna sobre la operación del programa federal. 

b) El ejercicio de los recursos públicos para las obras, apoyos o servicios sea oportuno, transparente y 

con apego a lo establecido en las reglas de operación, en caso de que el programa federal de que se 

trate se encuentre sujeto a éstas. 

c) Se difunda el padrón de beneficiarios. 

d) Los beneficiarios del programa federal cumplan con los requisitos para tener ese carácter. 

e) Se cumpla con los periodos de ejecución de las obras o de la entrega de los apoyos o servicios. 

f) Exista documentación comprobatoria del ejercicio de los recursos públicos y de la entrega de las 

obras, apoyos o servicios. 

g) El programa federal no se utilice con fines políticos, electorales, de lucro u otros distintos al objeto del 

programa federal. 

h) El programa federal no sea aplicado afectando la igualdad entre mujeres y hombres. 

i) Las autoridades competentes den atención a las quejas y denuncias relacionadas con el programa 

federal; 

III. Registrar en las cédulas de vigilancia y en los formatos de informes anuales, los resultados de las 

actividades de contraloría social realizadas, así como dar seguimiento a los mismos; 

IV. Recibir las quejas y denuncias sobre la aplicación y ejecución de los programas federales, recabar la 

información para verificar la procedencia de las mismas y, en su caso, presentarlas junto con la información 

recopilada a la representación federal o la entidad federativa o municipio encargado de la ejecución del 

programa federal, a efecto de que se tomen las medidas a que haya lugar, y 
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V. Recibir las quejas y denuncias que puedan dar lugar al fincamiento de responsabilidades administrativas, 

civiles o penales relacionadas con los programas federales, así como turnarlas a las autoridades 

competentes para su atención. 

VIGESIMO PRIMERO.- La Representación Federal deberá realizar reuniones con los beneficiarios de los 

programas federales, con la participación de los integrantes de los Comités, a fin de promover que realicen 

actividades de contraloría social, así como de que expresen sus necesidades, opiniones, quejas, denuncias y 

peticiones relacionadas con los programas federales. 

La periodicidad de dichas reuniones se determinará en función de las características y necesidades operativas 

del programa federal, debiéndose celebrar por lo menos dos reuniones por ejercicio fiscal, las cuales serán 

adicionales a las organizadas para constituir los Comités y para la entrega–recepción de obras. 

Al término de las reuniones, la Representación Federal deberá levantar una minuta que será firmada, al menos, 

por un servidor público de la propia Representación Federal, un integrante del Comité, un beneficiario y, en su caso, 

los servidores públicos de las entidades federativas o municipios encargados de la ejecución del programa federal. 

La Representación Federal capturará en el Sistema Informático la información contenida en las minutas. 

 

SECCION IV 

DE LOS RESULTADOS DE LOS COMITES DE CONTRALORIA SOCIAL 

VIGESIMO SEGUNDO.- El informe anual que deberán emitir los Comités, contendrá los resultados de las 

actividades de contraloría social y será entregado por los mismos a la Representación Federal, conforme al 

procedimiento y formato establecido en la Guía Operativa. 

Los Comités entregarán a la Representación Federal, al menos cada tres meses contados a partir de la fecha de 

inicio de la ejecución del programa federal, dentro de los quince días hábiles siguientes a la conclusión del trimestre, 

el resultado de sus actividades de contraloría social, a través de las cédulas de vigilancia contenidas en la Guía 

Operativa, las cuales deberán ser consideradas por los Comités para la elaboración de sus informes anuales. 

En el caso de programas federales cuya ejecución comprenda más de un ejercicio fiscal, los Comités deberán 

entregar las cédulas de vigilancia y el informe anual señalados en los párrafos anteriores relativos a los ejercicios 

fiscales que concluyan durante la ejecución del programa federal de que se trate, así como las cédulas de vigilancia 

correspondientes durante el ejercicio fiscal en que concluya la ejecución de dicho programa federal. 

Cuando se trate de programas federales cuya ejecución sea menor a tres meses o concluya con la entrega de 

apoyos o servicios por única ocasión, las cédulas de vigilancia correspondientes se entregarán en un plazo máximo 

de quince días hábiles contados a partir del día siguiente al que se concluya el trimestre o a aquél en que se 

entregue el apoyo o servicio, en los términos señalados en el párrafo anterior. En estos casos no será necesaria la 

entrega de un informe anual. 

VIGESIMO TERCERO.- Los informes anuales y las cédulas de vigilancia elaborados por los Comités, deberán 

incluir la siguiente información: 

I. Denominación del programa federal; 

II. Número de registro del Comité; 

III. Entidad federativa, municipio y localidad; 

IV. Obra, apoyo o servicio vigilado; 

V. Periodo que comprende el informe anual o las cédulas de vigilancia; 
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VI. Información y, en su caso, la documentación de que disponga el Comité con respecto a: 

a) Si recibieron toda la información necesaria para ejercer las actividades de contraloría social o, en caso 

de no haberla recibido, si la solicitaron a la autoridad competente. 

b) Si se cumplieron las metas del programa federal en los tiempos establecidos y con apego a las reglas 

de operación del mismo. 

c) Si los beneficiarios cumplen los requisitos para tener tal carácter. 

d) Los resultados del seguimiento, supervisión y vigilancia relativos a la ejecución del programa federal. 

e) Si detectaron que el programa federal fue utilizado con fines políticos, electorales, de lucro u otros 

distintos a su objeto. 

f) Si detectaron que el programa federal fue aplicado afectando la igualdad entre mujeres y hombres. 

g) Si recibieron quejas y denuncias sobre la aplicación y ejecución del programa federal y si realizaron 

investigaciones al respecto. 

h) Si el Comité turnó quejas y denuncias a la autoridad competente, que pudieran dar lugar al fincamiento 

de responsabilidades administrativas, civiles o penales relacionadas con el programa federal, así como 

la respuesta que dieron dichas autoridades. 

i) Los resultados adicionales que consideran relevantes; 

VII. Fecha de elaboración; 

VIII. Nombre y firma del integrante del Comité que elaboró el informe o la cédula de vigilancia, y 

IX. Nombre y firma del servidor público que recibe el informe o la cédula de vigilancia. 

VIGESIMO CUARTO.- La Representación Federal deberá acudir a las localidades para recopilar los informes 

anuales y las cédulas de vigilancia, así como para asesorar a los integrantes de los Comités en la elaboración de los 

mismos. 

A tal efecto, la Representación Federal podrá apoyarse en las entidades federativas o los municipios encargados 

de la ejecución del programa federal, o bien en el caso de que la representación federal sea la responsable de 

ejecutar el programa federal, podrá auxiliarse de los OEC, conforme a los Acuerdos de Coordinación que en materia 

de control y evaluación celebren el Gobierno Federal y las entidades federativas. 

La Representación Federal deberá capturar en el Sistema Informático, el contenido de los informes anuales y las 

cédulas de vigilancia de los Comités, conforme a lo establecido en la Guía Operativa. 

VIGESIMO QUINTO.- Los Comités deberán informar a los beneficiarios, en las reuniones a que se refiere el 

Lineamiento Vigésimo Primero, los resultados de sus actividades de contraloría social, con base en los informes 

anuales y cédulas de vigilancia regulados en la presente Sección. 

VIGESIMO SEXTO.- Las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, en el ámbito de sus 

atribuciones, darán seguimiento a los resultados en materia de contraloría social y realizarán las acciones 

conducentes para atender las irregularidades detectadas por los Comités. 

 

SECCION V 

DE LA VIGILANCIA Y RESPONSABILIDADES 

VIGESIMO SEPTIMO.- La Secretaría, a través de la Subsecretaría de Control y Auditoría de la Gestión Pública, 

con la participación que corresponda a la Coordinación General de Organos de Vigilancia y Control, emitirá la Guía 

de Revisión de Control de Contraloría Social que utilizarán los Organos Internos de Control de las dependencias y 
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entidades de la Administración Pública Federal responsables de programas federales, a efecto de verificar el 

cumplimiento de las actividades de promoción de contraloría social a cargo de las Instancias Normativas y sus 

Representaciones Federales. 

VIGESIMO OCTAVO.- El incumplimiento de los presentes Lineamientos por parte de las dependencias y 

entidades de la Administración Pública Federal, será sancionado conforme a lo dispuesto por la Ley Federal de 

Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. 
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Presupuesto de Egresos de la Federación 2016 3 

 

Ramo 33 

 

Fondo Cantidad en pesos 

Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo 343,067,841,371 

 Servicios Personales 310,938,920,856 

 Otros de Gasto Corriente 10,749,607,402 

 Gasto de Operación 12,433,398,539 

 Fondo de Compensación 8,945,914,574 

Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud 82,445,977,652 

Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, que se distribuye en: 61,419,593,973 

 Entidades 7,444,946,435 

 Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal 53,974,647,538 

Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones 
Territoriales del Distrito Federal 

62,218,480,919 

Fondo de Aportaciones Múltiples, que se distribuye para erogaciones de: 19,765,774,292 

 Asistencia Social 9,092,256,174 

 Infraestructura Educativa 10,673,518,118 

Fondo de Aportaciones para la Educación Tecnológica y de Adultos, que se distribuye para 
erogaciones de: 

6,373,868,119 

 Educación Tecnológica 4,054,173,342 

 Educación de Adultos 2,319,694,777 

Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal 7,000,000,000 

Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de las Entidades Federativas 33,995,189,200 

Total 616,286,725,526 

 

 
  

                                                 
3La normatividad puede consultarse en la siguiente dirección electrónica; ../../Leyes%202014/PEF%202016.doc 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm
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Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria 

 

Artículo Disposición 

TÍTULO PRIMERO 

Disposiciones 

Generales 

CAPÍTULO I 

Objeto y 

Definiciones de la 

Ley, Reglas 

Generales y 

Ejecutores del 

Gasto 

Artículo 1 

La presente Ley es de orden público, y tiene por objeto reglamentar los artículos 74 

fracción IV, 75, 126, 127 y 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

materia de programación,  presupuestación, aprobación, ejercicio, control y evaluación de 

los ingresos y egresos públicos federales. 

 

Los sujetos obligados a cumplir las disposiciones de esta Ley deberán observar que la 

administración de los recursos públicos federales se realice con base en criterios de legalidad, 

honestidad, eficiencia, eficacia, economía, racionalidad, austeridad, transparencia, control, 

rendición de cuentas y equidad de género. 

 

La Auditoría fiscalizará el estricto cumplimiento de las disposiciones de esta Ley por parte de los 

sujetos obligados, conforme a las atribuciones que le confieren la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y la Ley de Fiscalización Superior de la Federación.  

 

CAPÍTULO III 
De la Transparencia e Información sobre el ejercicio del gasto federalizado 

Denominación del Capítulo reformada DOF 01-10-2007 

 

Artículo 85.- Los recursos federales aprobados en el Presupuesto de Egresos para ser transferidos a las 
entidades federativas y, por conducto de éstas, a los municipios y las demarcaciones territoriales del Distrito Federal 
se sujetarán a lo siguiente: 

 
I.  Los recursos federales que ejerzan las entidades federativas, los municipios, los órganos político-

administrativos de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, así como sus respectivas 
administraciones públicas paraestatales o cualquier ente público de carácter local, serán evaluados 
conforme a las bases establecidas en el artículo 110 de esta Ley, con base en indicadores estratégicos y 
de gestión, por instancias técnicas independientes de las instituciones que ejerzan dichos recursos, 
observando los requisitos de información correspondientes, y 

 
II.  Las entidades federativas enviarán al Ejecutivo Federal, de conformidad con los lineamientos y mediante el 

sistema de información establecido para tal fin por la Secretaría, informes sobre el ejercicio, destino y los 
resultados obtenidos, respecto de los recursos federales que les sean transferidos. 

 
Los informes a los que se refiere esta fracción deberán incluir información sobre la incidencia del ejercicio 
de los recursos de los Fondos de Aportaciones Federales a que se refiere el Capítulo V de la Ley de 
Coordinación Fiscal, de manera diferenciada entre mujeres y hombres. 

Párrafo adicionado DOF 19-01-2012 
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Para los efectos de esta fracción, las entidades federativas y, por conducto de éstas, los municipios y las 
demarcaciones territoriales del Distrito Federal, remitirán al Ejecutivo Federal la información consolidada a 
más tardar a los 20 días naturales posteriores a la terminación de cada trimestre del ejercicio fiscal. 

 
La Secretaría incluirá los reportes señalados en esta fracción, por entidad federativa, en los informes 
trimestrales; asimismo, pondrá dicha información a disposición para consulta en su página electrónica de 
Internet, la cual deberá actualizar a más tardar en la fecha en que el Ejecutivo Federal entregue los citados 
informes. 

 
Las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, publicarán 
los informes a que se refiere esta fracción en los órganos locales oficiales de difusión y los pondrán a 
disposición del público en general a través de sus respectivas páginas electrónicas de Internet o de otros 
medios locales de difusión, a más tardar a los 5 días hábiles posteriores a la fecha señalada en el párrafo 
anterior. 

Artículo derogado DOF 27-12-2006. Adicionado DOF 01-10-2007 

 

Artículo 86.- Con el objeto de mejorar la transparencia y rendición de cuentas en el ejercicio del gasto 
federalizado, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público mediante firma de convenio con las entidades federativas 
y la Auditoría Superior de la Federación, así como con la participación que corresponda a las autoridades federales 
competentes, fortalecerá todas las acciones de coordinación para evaluar el correcto uso de los recursos públicos, 
para lo cual deberán: 

 
I.  Establecer acciones para mejorar la evaluación, transparencia y eficiencia en el ejercicio del gasto 

federalizado en los tres órdenes de gobierno, conforme a los principios del artículo 1 de esta Ley; 
 
II.  Promover mecanismos de participación ciudadana en el seguimiento del gasto público, así como 

la publicación de información presupuestaria accesible y transparente para la ciudadanía, y 
 
III.  Informar al Congreso de la Unión y a la respectiva legislatura local, sobre el ejercicio del presupuesto y de 

los avances de los objetivos establecidos en el Plan Nacional de Desarrollo y en los respectivos planes 
locales de desarrollo, en los términos de las disposiciones aplicables. 

 
Artículo derogado DOF 31-12-2008. Adicionado (y reubicado por coincidir con la materia del Capítulo III del Título Cuarto) DOF 24-01-2014 

 

TÍTULO SEXTO 
De la Información, Transparencia y Evaluación 

 
CAPÍTULO I 

De la Información y Transparencia 
 

Artículo 106.- Los ejecutores de gasto, en el manejo de los recursos públicos federales, deberán observar las 
disposiciones establecidas en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. 

 

Artículo 107.- El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, entregará al Congreso de la Unión 
información mensual y trimestral en los siguientes términos: 

 
I.  Informes trimestrales a los 30 días naturales después de terminado el trimestre de que se trate, conforme a 

lo previsto en esta Ley. 
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Los informes trimestrales incluirán información sobre los ingresos obtenidos y la ejecución del Presupuesto 
de Egresos, así como sobre la situación económica y las finanzas públicas del ejercicio, conforme a lo 
previsto en esta Ley y el Reglamento. Asimismo, incluirán los principales indicadores sobre los resultados y 
avances de los programas y proyectos en el cumplimiento de los objetivos y metas y de su impacto social, 
con el objeto de facilitar su evaluación en los términos a que se refieren los artículos 110 y 111 de esta Ley. 

Párrafo reformado DOF 24-01-2014 
 

Los ejecutores de gasto serán responsables de remitir oportunamente a la Secretaría, la información que 
corresponda para la debida integración de los informes trimestrales, cuya metodología permitirá hacer 
comparaciones consistentes durante el ejercicio fiscal y entre varios ejercicios fiscales. 

 
Los informes trimestrales deberán contener como mínimo: 

 
a)  La situación económica, incluyendo el análisis sobre la producción y el empleo, precios y salarios y la 

evaluación del sector financiero y del sector externo; 
 
b)  La situación de las finanzas públicas, con base en lo siguiente: 
 

i)  Los principales indicadores de la postura fiscal, incluyendo información sobre los balances 
fiscales y, en su caso, el déficit presupuestario; 

 
ii)  La evolución de los ingresos tributarios y no tributarios, especificando el desarrollo de los 

ingresos petroleros y los no petroleros; la situación respecto a las estimaciones de recaudación y 
una explicación detallada de la misma, así como el comportamiento de las participaciones 
federales para las entidades federativas. 

 
Adicionalmente, se presentará la información sobre los ingresos percibidos por la Federación en 
relación con las estimaciones que se señalan en la Ley de Ingresos. 
 
Con el objeto de evaluar el desempeño en materia de eficiencia recaudatoria, se deberá incluir la 
información correspondiente a los indicadores que a continuación se señalan: 
 
1.  Avance en el padrón de contribuyentes. 
2.  Información estadística de avances contra la evasión y elusión fiscales. 
3.  Avances contra el contrabando. 
4.  Reducción de rezagos y cuantificación de resultados en los litigios fiscales. 
5.  Plan de recaudación. 
6.  Información sobre las devoluciones fiscales. 
7.  Los montos recaudados en cada periodo por concepto de los derechos de los 

hidrocarburos, estableciendo los ingresos obtenidos específicamente, en rubros separados, 
por la extracción de petróleo crudo y de gas natural. 

8.  Los elementos cuantitativos que sirvieron de base para el cálculo del impuesto especial 
sobre producción y servicios. 

9.  Avances en materia de simplificación fiscal y administrativa. 
 
La Secretaría deberá incluir en el informe de recaudación neta, un reporte de grandes 
contribuyentes agrupados por cantidades en los siguientes rubros: empresas con ingresos 
acumulables en el monto que señalan las leyes, sector financiero, sector gobierno, empresas 
residentes en el extranjero y otros. Las empresas del sector privado, además, deberán estar 
identificadas por el sector industrial, primario y/o de servicios al que pertenezcan. 
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Asimismo, deberán reportarse los juicios ganados y perdidos por el Servicio de Administración 
Tributaria, el Instituto Mexicano del Seguro Social y el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 
para los Trabajadores, en materia fiscal y de recaudación; así como el monto que su resultado 
representa de los ingresos y el costo operativo que implica para las respectivas instituciones y 
en particular para el Servicio de Administración Tributaria. Este reporte deberá incluir una 
explicación de las disposiciones fiscales que causan inseguridad jurídica para el Gobierno 
Federal. Los tribunales competentes estarán obligados a facilitar a las instituciones citadas la 
información que requieran para elaborar dichos reportes; 

Subinciso reformado DOF 24-01-2014 
 
iii)  La evolución del gasto público, incluyendo el gasto programable y no programable; su ejecución 

conforme a las clasificaciones a que se refiere el artículo 28 de esta Ley, los principales 
resultados de los programas y proyectos. Asimismo, se incorporará la información relativa a las 
disponibilidades de los ejecutores de gasto, así como de los fondos y fideicomisos sin estructura 
orgánica; 

Subinciso reformado DOF 24-01-2014 
 
iv)  La evolución del gasto público previsto en los Anexos Transversales a los que se refiere el 

artículo 41, fracción II, incisos j), o), p), q), r), s), t), u) y v) de esta Ley. 
Subinciso adicionado DOF 19-01-2012. Reformado DOF 24-01-2014 

 
c)  Un informe que contenga la evolución detallada de la deuda pública en el trimestre, incluyendo los 

montos de endeudamiento interno neto, el canje o refinanciamiento de obligaciones del Erario 
Federal, en los términos de la Ley General de Deuda Pública, y el costo total de las emisiones de 
deuda pública interna y externa. 

 
La información sobre el costo total de las emisiones de deuda interna y externa deberá identificar por 
separado el pago de las comisiones y gastos inherentes a la emisión, de los del pago a efectuar por 
intereses. Estos deberán diferenciarse de la tasa de interés que se pagará por los empréstitos y 
bonos colocados. Asimismo, deberá informar sobre la tasa de interés o rendimiento que pagará cada 
emisión, de las comisiones, el plazo, y el monto de la emisión, presentando un perfil de vencimientos 
para la deuda pública interna y externa, así como la evolución de las garantías otorgadas por el 
Gobierno Federal. 

 
Se incluirá también un informe de las erogaciones derivadas de operaciones y programas de 
saneamiento financieros y de los programas de apoyo a ahorradores y deudores de la banca. 
Adicionalmente, en dicho informe se incluirá un apartado que refiera las operaciones activas y pasivas 
del Instituto de Protección al Ahorro Bancario, así como de su posición financiera, incluyendo aquéllas 
relativas a la enajenación de bienes, colocación de valores y apoyos otorgados. 

 
Se informará adicionalmente sobre las modificaciones que, en su caso, hayan sido realizadas al 
monto autorizado por intermediación financiera en la Ley de Ingresos. 

Párrafo adicionado DOF 24-01-2014 
 

Este informe incluirá un apartado sobre los pasivos contingentes que se hubieran asumido con la 
garantía del Gobierno Federal, incluyendo los avales distintos de los proyectos de inversión productiva 
de largo plazo otorgados. 
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De igual forma, incluirá un informe sobre el uso de recursos financieros de la banca de desarrollo y 
fondos de fomento para financiar al sector privado y social, detallando el balance de operación y el 
otorgamiento de créditos, así como sus fuentes de financiamiento, así como se reportará sobre las 
comisiones de compromiso pagadas por los créditos internos y externos contratados; 
 
Se reportará el ejercicio de las facultades en materia de deuda pública, especificando las 
características de las operaciones realizadas. 

Párrafo adicionado DOF 24-01-2014 
 
d)  La evolución de los proyectos de infraestructura productiva de largo plazo y otras asociaciones público 

privadas, que incluyan: 
Párrafo reformado DOF 24-01-2014 

 
i)  Una contabilidad separada con el objeto de identificar los ingresos asociados a dichos proyectos; 
 
ii)  Los costos de los proyectos y las amortizaciones derivadas de los mismos, y 
 
iii)  Un análisis que permita conocer el monto, a valor presente, de la posición financiera del 

Gobierno Federal y las entidades con respecto a los proyectos de que se trate. 
 
e)  Los montos correspondientes a los requerimientos financieros del sector público, incluyendo su saldo 

histórico. 
 
f)  La evolución de los proyectos de inversión en infraestructura que cuenten con erogaciones 

plurianuales aprobadas en términos del artículo 74, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 

Inciso adicionado DOF 01-10-2007 
 

g)  La información relativa a los ingresos obtenidos por cada uno de los proyectos de inversión financiada 
directa y condicionada establecidos en el Tomo correspondiente del Presupuesto de Egresos; así 
como la información relativa al balance de las entidades de control directo a que se refiere el catálogo 
de la estimación de ingresos, contenido en la Ley de Ingresos. 

Inciso adicionado DOF 24-01-2014 
 
II.  Informes mensuales sobre la evolución de las finanzas públicas, incluyendo los requerimientos financieros 

del sector público y su saldo histórico, los montos de endeudamiento interno neto, el canje o 
refinanciamiento de obligaciones del Erario Federal, en los términos de la Ley General de Deuda Pública, y 
el costo total de las emisiones de deuda interna y externa. La información sobre el costo total de las 
emisiones de deuda interna y externa deberá identificar por separado el pago de las comisiones y gastos 
inherentes a la emisión, de los del pago a efectuar por intereses. Estos deberán diferenciarse de la tasa de 
interés que se pagará por los empréstitos y bonos colocados. Dichos informes deberán presentarse a las 
Comisiones de Hacienda y Crédito Público del Congreso de la Unión, 30 días después del mes de que se 
trate. 

Fracción reformada DOF 24-01-2014 
 
La Secretaría informará a la Cámara de Diputados, por conducto de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, 

30 días después de concluido el mes de que se trate, sobre la recaudación federal participable que sirvió de base 
para el cálculo del pago de las participaciones a las entidades federativas. La recaudación federal participable se 
calculará de acuerdo con lo previsto en la Ley de Coordinación Fiscal. La recaudación federal participable se 
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comparará con la correspondiente al mismo mes del año previo y con el programa, y se incluirá una explicación 
detallada de su evolución. 

 
Asimismo la Secretaría informará a la Cámara de Diputados, por conducto de la Comisión de Hacienda y Crédito 

Público y de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, 15 días naturales después de concluido el mes, acerca 
del pago de las participaciones a las entidades federativas. Esta información deberá estar desagregada por tipo de 
fondo, de acuerdo con lo establecido en la Ley de Coordinación Fiscal, y por entidad federativa. Este monto pagado 
de participaciones se comparará con el correspondiente al del mismo mes de año previo. La Secretaría deberá 
proporcionar la información a que se refiere este párrafo y el anterior a las entidades federativas, a través del Comité 
de Vigilancia del Sistema de Participaciones de Ingresos Federales de la Comisión Permanente de Funcionarios 
Fiscales, a más tardar 15 días después de concluido el mes correspondiente y deberá publicarla en su página 
electrónica. 

 
La Secretaría presentará al Congreso de la Unión los datos estadísticos y la información que tenga disponibles, 

incluyendo los rubros de información a que se refiere la fracción anterior, que puedan contribuir a una mejor 
comprensión de la evolución de la recaudación, el endeudamiento, y del gasto público, que los legisladores soliciten 
por conducto de las Comisiones competentes, así como la que le solicite el Centro de Estudios de las Finanzas 
Públicas. La Secretaría proporcionará dicha información en un plazo no mayor de 20 días naturales, a partir de la 
solicitud. 

 
La información que la Secretaría proporcione al Congreso de la Unión deberá ser completa y oportuna. En caso 

de incumplimiento procederán las responsabilidades que correspondan. 
 
La Cuenta Pública deberá contener los resultados del ejercicio del Presupuesto establecido en los Anexos 

Transversales a los que se refiere el artículo 41, fracción II, incisos j), o), p), q), r), s), t), u) y v) de esta Ley, en los 
mismos términos y el mismo grado de desagregación en los que se presente la evolución del gasto público al que 
hace referencia el sub inciso iv), inciso b) fracción I del presente artículo. 

Párrafo adicionado DOF 19-01-2012. Reformado DOF 24-01-2014 
 
Con el propósito de transparentar el monto y la composición de los pasivos financieros del Gobierno Federal, la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público deberá publicar en su página de Internet y hacer llegar a las comisiones 
de Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados, a más tardar el 30 de 
abril de cada año, un documento que explique cómo se computan los balances fiscales y los requerimientos 
financieros del sector público, junto con la metodología respectiva, en el que se incluyan de manera integral todas 
las obligaciones financieras del Gobierno Federal, así como los pasivos públicos, pasivos contingentes y pasivos 
laborales. 

Párrafo adicionado DOF 24-01-2014 
CAPÍTULO II 

De la Evaluación 
 

Artículo 110.- La Secretaría realizará trimestralmente la evaluación económica de los ingresos y egresos en 
función de los calendarios de presupuesto de las dependencias y entidades. Las metas de los programas aprobados 
serán analizadas y evaluadas por las Comisiones Ordinarias de la Cámara de Diputados. 

 
Para efectos del párrafo anterior, el Ejecutivo Federal enviará trimestralmente a la Cámara de Diputados la 

información necesaria. 
Párrafo reformado DOF 24-01-2014 

 
El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social coordinará las evaluaciones en materia de 

desarrollo social en términos de lo dispuesto en la Ley General de Desarrollo Social y lo dispuesto en esta Ley. 
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La evaluación del desempeño se realizará a través de la verificación del grado de cumplimiento de objetivos y 

metas, con base en indicadores estratégicos y de gestión que permitan conocer los resultados de la aplicación de 
los recursos públicos federales. Para tal efecto, las instancias públicas a cargo de la evaluación del desempeño se 
sujetarán a lo siguiente: 

 
I.  Efectuarán las evaluaciones por sí mismas o a través de personas físicas y morales especializadas y con 

experiencia probada en la materia que corresponda evaluar, que cumplan con los requisitos de 
independencia, imparcialidad, transparencia y los demás que se establezcan en las disposiciones 
aplicables; 

 
II.  Todas las evaluaciones se harán públicas y al menos deberán contener la siguiente información: 
 

a)  Los datos generales del evaluador externo, destacando al coordinador de la evaluación y a su 
principal equipo colaborador; 

 
b)  Los datos generales de la unidad administrativa responsable de dar seguimiento a la evaluación al 

interior de la dependencia o entidad; 
 
c)  La forma de contratación del evaluador externo, de acuerdo con las disposiciones aplicables; 
 
d)  El tipo de evaluación contratada, así como sus principales objetivos; 
 
e)  La base de datos generada con la información de gabinete y/o de campo para el análisis 

de la evaluación; 
 
f)  Los instrumentos de recolección de información: cuestionarios, entrevistas y formatos, entre otros; 
 
g)  Una nota metodológica con la descripción de las técnicas y los modelos utilizados, acompañada del 

diseño por muestreo, especificando los supuestos empleados y las principales características del 
tamaño y dispersión de la muestra utilizada; 

 
h)  Un resumen ejecutivo en el que se describan los principales hallazgos y recomendaciones del 

evaluador externo; 
 
i)  El costo total de la evaluación externa, especificando la fuente de financiamiento; 

 
III.  Las evaluaciones podrán efectuarse respecto de las políticas públicas, los programas correspondientes y el 

desempeño de las instituciones encargadas de llevarlos a cabo. Para tal efecto, se establecerán los 
métodos de evaluación que sean necesarios, los cuales podrán utilizarse de acuerdo a las características 
de las evaluaciones respectivas; 

 
IV.  Establecerán programas anuales de evaluaciones; 
 
V.  Las evaluaciones deberán incluir información desagregada por sexo relacionada con las beneficiarias y 

beneficiarios de los programas. Asimismo, las dependencias y entidades deberán presentar resultados con 
base en indicadores, desagregados por sexo, a fin de que se pueda medir el impacto y la incidencia de los 
programas de manera diferenciada entre mujeres y hombres, y 

Fracción reformada DOF 19-01-2012 
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VI.  Deberán dar seguimiento a la atención de las recomendaciones que se emitan derivado de las 
evaluaciones correspondientes. 

Artículo reformado DOF 01-10-2007 
 
Artículo 111.- La Secretaría verificará periódicamente, al menos cada trimestre, los resultados de recaudación y 

de ejecución de los programas y presupuestos de las dependencias y entidades, con base en el sistema de 
evaluación del desempeño, entre otros, para identificar la eficiencia, economía, eficacia, y la calidad en la 
Administración Pública Federal y el impacto social del ejercicio del gasto público, así como aplicar las medidas 
conducentes. Igual obligación y para los mismos fines, tendrán las dependencias, respecto de sus entidades 
coordinadas. 

Párrafo reformado DOF 24-01-2014, 30-12-2015 
 
El sistema de evaluación del desempeño a que se refiere el párrafo anterior será obligatorio para los ejecutores 

de gasto. Dicho sistema incorporará indicadores para evaluar los resultados presentados en los informes 
trimestrales, enfatizando en la calidad de los bienes y servicios públicos, la satisfacción del ciudadano y el 
cumplimiento de los criterios establecidos en el párrafo segundo del artículo 1 de esta Ley. La Secretaría emitirá las 
disposiciones para la aplicación y evaluación de los indicadores estratégicos en las dependencias y entidades. Los 
Poderes Legislativo y Judicial y los entes autónomos emitirán sus respectivas disposiciones por conducto de sus 
unidades de administración. 

Párrafo reformado DOF 24-01-2014, 30-12-2015 
 
En la elaboración de los anteproyectos de presupuesto a los que se refiere el artículo 25 de esta Ley, las 

dependencias y entidades deberán considerar los indicadores del sistema de evaluación de desempeño, mismos 
que formarán parte del Presupuesto de Egresos e incorporarán sus resultados en la Cuenta Pública, explicando en 
forma detallada las causas de las variaciones y su correspondiente efecto económico. 

Párrafo reformado DOF 24-01-2014 
 
El sistema de evaluación del desempeño deberá incorporar indicadores específicos que permitan evaluar la 

incidencia de los programas presupuestarios en la igualdad entre mujeres y hombres, la erradicación de la violencia 
de género y de cualquier forma de discriminación de género. 

Párrafo adicionado DOF 19-01-2012 
 

Los resultados a los que se refiere este artículo deberán ser considerados para efectos de la programación, 

presupuestación y ejercicio de los recursos. 
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Participación social en algunos programas federales 

Las políticas públicas encaminadas a establecer las condiciones para mejorar la calidad de vida de la población 

requieren de manera imperativa el fortalecimiento de las instituciones cuyo propósito sea revertir ciudadanías con 

poca participación en el ámbito público. En este contexto, los gobiernos readaptan o generan nuevas estructuras y 

herramientas para optimizar la atención y solución a demandas sociales. Dentro de estas readaptaciones se 

encuentran las políticas públicas cuyo objetivo directo es el fortalecimiento de la participación social como estrategia 

de democratización y desarrollo. 

 

Educación 

 

En la educación, la participación social destaca la idea de comunidad educativa en un concepto que hace 

referencia a la participación no sólo de la comunidad escolar (director, profesor, alumno y demás integrantes 

formales del centro educativo), sino de las familias de los estudiantes y el resto de la sociedad interesada en la 

educación.  

 

La participación social en la educación adquiere presencia en la figura de los Consejos de Participación Social, con 

la Ley General de Educación emitida en 1993, en la que se establecen las bases normativas para la constitución de 

dichos consejos.  

 

La idea de los Consejos Escolares de Participación Social en la Educación surge durante la gestión de José 

Vasconcelos, pero es hasta la década de los 90´s que esta idea se vuelve parte de una política oficial, la firma de 

varios acuerdos a lo largo de esa década consolido la intervención de la ciudadanía en las políticas educativas. La 

Secretaría Técnica del Consejo Nacional de Participación Social en la Educación ha propiciado las condiciones para 

que los gobiernos locales, las escuelas y la comunidad en general estrechen un acercamiento con la intención de 

reorganizar el sistema educativo indispensable para la consolidación de un auténtico federalismo educativo y la 

promoción de la Participación Social para una escuela mejor. 

 

Ha sido durante la presente administración que el papel de la ciudadanía ha cobrado mayor importancia como factor 

para la equidad y pertinencia de la labor de las escuelas. La promulgación del programa sectorial de Educación, 

abrió las vías para la gestión escolar participativa. Así la toma de decisiones se comparte a la par de la 

responsabilidad, esto permite una mayor trasparencia en la rendición de cuentas. 

 

Desde la perspectiva gubernamental, social y magisterial se han acordado una serie de objetivos que buscan 

fomentar una gestión estratégica, participativa y corresponsable; es decir, que evolucione de la reconocida 

estructura - padres de familia, alumnos, docentes, directores - hacia una participación activa de todos los actores 

interesados en la educación. 

 

Se aspira al desarrollo de una participación asociada a la ejecución y gestión de programas, que respete e integre la 

identidad local y contribuya al capital social, abriendo espacios de conversación y consulta sobre temas que 

interesan a la autoridad y a la comunidad educativa. 
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En este sentido, una más amplia participación social en la educación generará niveles más altos de información 

acerca del quehacer educativo, avivará el interés familiar y comunitario por el desempeño escolar, y se traducirá en 

una verdadera contraloría social -no coercitiva, sino persuasiva y propositiva- de la educación. 

 

La Participación Social en la Educación precisa de la colaboración -sistemática y organizada- de actores sociales 

como los padres de familia y representantes de sus asociaciones, maestros y representantes de su organización 

sindical, directivos escolares, exalumnos, así como los demás miembros de la comunidad interesados en trabajar 

con el fin común del mejoramiento del centro escolar. En este sentido, los citados actores enfocan sus 

intervenciones en las decisiones que competen a la organización e instrumentación de los servicios que se ofrecen 

en las escuelas. Implica por supuesto, que participen en la planeación, el seguimiento y valoración de las acciones 

educativas a fin de optimizar la calidad del servicio prestado. 

 

Sobre la Participación Social a través de los Consejos 

 

La acción decidida y comprometida de la ciudadanía en los asuntos educativos contribuye a la concertación de las 

voces y los esfuerzos de los agentes sociales vinculados -en diferentes niveles y alrededor de diversas tareas-, con 

las acciones educativas. Los Consejos, en general, posibilitan la articulación de esfuerzos en dos direcciones: 

  

 En la horizontal, entre múltiples actores, temas variados, programas estratégicos federales y nacionales; y 

 De manera vertical, entre los diversos niveles de consejos, desde el local hasta el nacional. 

 

Este ordenamiento de las partes facilita la obtención de información y su análisis, encaminados a la adecuación de 

las políticas existentes, o incluso, a proponer la formulación de nuevas políticas, con el fin de promover la equidad, 

la pertinencia, la relevancia y la eficiencia, elementos directamente relacionados con la calidad educativa. 

 

La Participación Social en la Educación, tiene como principal objetivo lograr la autogestión de las escuelas, mediante 

la ampliación de su margen de toma de decisiones para coadyuvar en la construcción de una eficiente planeación 

estratégica de los centros escolares. La gestión escolar así entendida, no se reduce a la función exclusiva del 

director, sino que incluye la dimensión del trabajo colegiado, impulsando la participación activa de la comunidad 

escolar, incluyendo a los actores externos. 

 

En el acuerdo 716 se establecen los lineamientos para la constitución, organización y funcionamiento de los 

Consejos de Participación Social en la Educación. A partir del artículo 33 y hasta el 46, los lineamientos señalan 

acciones concretas para los Consejos Escolares de Participación Social, de los cuales se deben generan los 

siguientes indicadores contemplados en cada una de las siguientes etapas: 

 

• Conformación. Abarca la integración del Consejo Escolar, el nombramiento de sus diferentes cargos, la 

instalación de comités y la planeación de las actividades que realizará durante el ciclo escolar.  

 

 El Consejo Escolar de Participación Social (CEPS) está constituido y operando en la segunda semana del 

ciclo escolar. 

 El CEPS está inscrito en el Registro Público de Consejos de Participación Social en la Educación. 

 El CEPS abrió una cuenta bancaria específica para el manejo de los recursos financieros. 



“Participación Social en la gestión de los recursos públicos” 

 

 
 

 58 

 

• Gestión. Referida propiamente a la operación del Consejo Escolar.  

 

 El CEPS celebró sesión durante la primera quincena del segundo mes del ciclo escolar. 

 El CEPS determinó acciones en al menos tres de los siguientes temas prioritarios (Fomento de actividades 

relacionadas con la lectura y aprovechamiento de la infraestructura con que para ello se cuente; 

Mejoramiento de la infraestructura educativa; De protección civil y de seguridad en las escuelas; De 

impulso a la activación física; De actividades recreativas, artísticas o culturales; De desaliento de las 

prácticas que generen violencia; De establecimientos de consumo escolar; De cuidado al medioambiente y 

limpieza del entorno escolar; De alimentación saludable; De integración educativa; De nuevas tecnologías, 

y De otras materias que el Consejo Escolar juzgue pertinentes). 

 El CEPS constituyó Comités para la atención y seguimiento de estos temas o de programas específicos. 

 El CEPS realizó una sesión de seguimiento en la primera quincena del tercer mes de cada ciclo escolar. 

 El CEPS propuso al Director los días y horas sobre la realización de eventos deportivos, recreativos, 

artísticos y culturales que promuevan la convivencia de las madres y padres de familia o tutores, con los 

alumnos de la escuela, así como la participación de estos últimos con alumnos de otras escuelas en la 

zona escolar o en el municipio que corresponda. 

 El CEPS propuso estímulos y reconocimientos de carácter social a maestros, directivos y trabajadores de 

apoyo y asistencia a la educación adscritos al centro educativo. 

 El CEPS sesionó de manera extraordinaria. 

 El CEPS llevó a cabo las sesiones, fuera de días y horas escolares. 

 

• Evaluación. Orientada a explorar los resultados que obtienen los consejos al final del ciclo escolar, en relación con 

las actividades y metas puntuales que se planteó en el momento de su integración.  

 

 El CEPS realizó una sesión en la última quincena del ciclo lectivo, para rendir informe escrito, sobre 

rendición de cuentas. 

 El CEPS y el director de la escuela requirieron a la Asociación de Padres de Familia, en su caso, o 

agrupación equivalente, que informe a la comunidad escolar el uso que dio al conjunto de los recursos que 

hubiera recabado conforme a derecho.  

 

• Transparencia y rendición de cuentas. Los CEPS cumplen con una función de transparencia en tanto ponen a 

disposición pública la información generada en las sesiones y asambleas.  

 

 El CEPS hizo públicos el informe. 

 El CEPS puso a disposición el informe a la autoridad educativa, al Consejo Municipal, a la autoridad 

educativa de la entidad y al Consejo Estatal de Participación Social en la Educación 

 El CEPS inscribió el informe final al Registro Público de Consejos de Participación Social. 

 
Resultados en la Fase de gestión  

 

La planeación de actividades representa un área de oportunidad para los CEPS, a nivel nacional sólo 13.8% de 

CEPS realiza las tres tareas que se consideraron para el cálculo de este indicador (Integración de comités 
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temáticos, búsqueda de programas educativos de apoyo y determinación de metas de mejora con base en los 

resultados de la Prueba ENLACE). 

 

La correspondencia programas comités demuestra que la mayoría de CEPS (73%) no integra comités ni gestiona 

programas educativos. Sin embargo, del 27% que sí hace alguna de estas actividades, más de la mitad decide 

realizar ambas. Esto podría hablar de que hay una incipiente visión de qué hacer (gestionar programas) y cómo 

hacerlo (a través de la organización de comités). 

 

La gestión y aprobación de programas educativos a partir de los CEPS tiene un comportamiento atípico:  

• Sólo 22% de CEPS gestionó programas  

• La aprobación de los programas educativos no llega ni a la cuarta parte de los programas gestionados por los 

CEPS (23.6%).  

• En promedio, cada CEPS gestionó 7 programas, de tal manera que se gestionaron 300,976 programas.  

• De los programas gestionados, se aprobó sólo el 23.6% (en promedio, 1.6 programas por CEPS).  

• Del total de programas aprobados, 31.6% no fueron gestionados por los CEPS.  

 

La información anterior contrasta con las disposiciones normativas en relación a que los CEPS se constituyen en 

requisito para la incorporación de las escuelas a diversos programas educativos federales, algunos de ellos de 

cobertura universal como el Programa Nacional de Lectura. 
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Otros programas federales 

 

Los programas federales son instrumentos del gobierno federal diseñados para dar atención a las necesidades 

prioritarias diagnosticadas a nivel nacional y puestas de manifiesto en el Plan Nacional de Desarrollo, por lo tanto 

han sido diseñados para dar cumplimiento a los objetivos nacionales, en los cuales se encuentra comprendida la 

problemática de los gobiernos estatales y municipales, así como de los distintos grupos sociales en virtud del 

proceso democrático de planeación.  

 

Los programas federales se clasifican de acuerdo a la Secretaría u organismo que los coordina. 

 

• Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos  

• Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas  

• Instituto Mexicano de la Juventud  

• Instituto Nacional de las Mujeres  

• Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación  

• Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano  

• Secretaría de Desarrollo Social  

• Secretaría de Economía  

• Secretaría de Educación Pública  

• Consejo Nacional para la Cultura y las Artes 

 • Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte  

• Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales  

• Comisión Nacional del Agua  

• Secretaría de Salud  

• Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia  

• Secretaría de Turismo  

• Fondo Nacional de Fomento al Turismo 

 

Los programas federales para los estados y municipios son recursos que tienen ciertas características, como: 

 

• Son recursos extraordinarios, no forman parte de los recursos que se trasfieren por determinación de Ley 

como es el caso de las participaciones y aportaciones federales o en general los elementos que constituyen 

el gasto federalizado.  

• Son recursos gestionables, lo que significa que hay que solicitarlos mediante un procedimiento determinado 

de manera general y publica.  

• Son recursos concursables, es decir que no son para todos, ni para todo, cuentan con un fin específico y 

por lo tanto son asignados a aquellos municipios que demuestren un vínculo con ese determinado fin.  

• Son recursos federales categorizados como subsidios, lo que significa que el recurso otorgado constituye 

un apoyo a la carga total, por lo que implica la coparticipación de recursos, los cuales en algunos casos no 

son obligadamente económicos.  

• Su estructura, criterios de determinación, procedimiento de operación, asignación y en general lo 

relacionado con el programa se encuentra definidos en un instrumento jurídico-administrativo denominado 

Regla de Operación.  
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• Así como las características que expresamente señale el ordenamiento jurídico en materia de recursos 

federales.  

 

Los programas federales son derivados de la función administrativa del estado, la cual recae en el ejecutivo, tiene 

como fin decidir y operar sobre los actos jurídicos y materiales, los cuales además se manifiestan dentro de la 

función reglamentaria del ejecutivo, que en materia de programas federales se ejemplifica con las reglas de 

operación de los propios programas.  

 

Las Reglas de Operación son elaboradas por las dependencias y entidades del sector que competa y se publican en 

el Diario oficial de la Federación, por lo tanto adquieren publicidad, obligatoriedad y vigencia. En ellas se presentan 

los objetivos, medios de selección de beneficiarios, montos de los recursos, procedimiento para la gestión de 

recursos y los mecanismos de control y rendición de cuentas de los recursos asignados.  

 

Reglas de Operación 

 

Las Reglas de Operación son las disposiciones que realiza cada una de las dependencias sobre los alcances del 

programa, la forma de gestión, los recursos que puede transferir, los trámites y requisitos para el beneficiario de los 

recursos y otros elementos de control y rendición de cuentas, con el fin de dar cumplimiento a la LFPRH en lo 

relacionado con el manejo de los recursos púbicos, para lo cual se señala que deben ser otorgados y aplicados bajo 

los criterios de eficiencia, eficacia, de forma oportuna y equitativas, garantizando la transparencia.  

 

El artículo 75 de la LFPRH señala en cuanto a reglas de operación la estructura básica del documento, pero 

fundamentalmente describe el formato que deben observar las dependencias para el diseño de los programas. Las 

reglas de operación consideran los siguientes elementos:  

 

1. Identificar población objetivo por grupo y región.  

2. Monto máximo de apoyo por beneficiario.  

3. Mecanismos de distribución, operación y administración que facilite la obtención de información y la 

evaluación de los beneficios económicos y sociales de su asignación y aplicación.  

4. Incorporar mecanismos periódicos de seguimiento, supervisión y evaluación.  

5. Considerar fuentes alternativas de ingreso.  

6. Coordinación entre dependencias y entidades para evitar duplicidad en el ejercicio de los recursos  

7. Reportar trimestralmente. 

 

El artículo 77 de la LFPRH señala que la Cámara de Diputados tiene la facultad de señalar en el Presupuesto de 

Egresos de la Federación de los programas que otorgan subsidios los que estarán sujetos a Reglas de Operación.  

 

Así mismo, se establece como responsable de emitir las Reglas de Operación a las Secretarías de Estado o en su 

caso de emitir las modificaciones para su aplicación en el ejercicio fiscal siguiente. Este artículo establece el 

procedimiento previo para la publicación de las reglas de operación y en este sentido señala que las Secretarías 

deben presentar a la Secretaria de Hacienda el Proyecto de Reglas de Operación a más tardar el 21 de noviembre, 

con el fin de obtener la autorización presupuestaria. La Secretaría de Hacienda tiene un plazo de 10 días hábiles 

para emitir la autorización, la cual versa únicamente sobre el impacto presupuestario y no sobre la estructura y 

diseño del programa.  
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Las Secretarías de Estado una vez que cuentan con los recursos autorizados por la Secretaría de Hacienda tienen 

tres días hábiles para presentar ante la Comisión Federal de Mejora Regulatoria el Proyecto de Reglas de 

Operación, con el fin de que en un plazo no mayor a 10 días hábiles emita el dictamen regulatorio. El dictamen 

regulatorio tiene por objeto el garantizar que las Reglas de Operación contengan y describan de forma clara y 

suficiente todo el procedimiento para la asignación de los recursos en donde se incluye: los lineamientos, 

metodologías, procedimientos, manuales, formatos, convenios, convocatorias, y todo lo relacionado con la operación 

del programa. Por lo tanto para el Proyecto de Reglas de Operación que se someta a dictamen regulatorio, además 

de la estructura base que mencionábamos sobre el diseño de los programas deben presentar: 

 

• Los criterios de selección de beneficiarios.  

• El mecanismo para la asignación (autoridades, competencia y facultades en la operación del Programa)  

• Los nombres de los trámites que se requieren, los periodos y plazos para realizarlos.  

• Los documentos y datos que se solicitan, sean los necesarios y suficientes.  

• El plazo máximo de resolución por la autoridad competente  

• Las autoridades ante quienes se realizan el trámite y en su caso algún mecanismo alterno.  

 

La participación social en el desarrollo de las políticas públicas constituye actualmente un elemento más de 

apoyo dentro de los programas federales. Este concepto comprende la actividades tendientes a la integración de 

tejido social como son: la promoción y  la organización social comunitaria, construcción de contralorías sociales y la 

promoción e impulso de la planeación participativa en la cual se debe involucrar tanto a la población como a las 

instituciones de educación, organizaciones de la sociedad y en general a los grupos vinculados con los objetivos del 

programa de que se trate.  

 

La participación de la comunidad se encuentra presente en todo el proceso de planeación y también en la etapa de 

instrumentación en donde asume funciones de vigilancia y seguimiento desde la figura de Contraloría Social. 

 

La Contraloría Social tendrá la función de vigilar el correcto desarrollo del proyecto, el cumplimiento de metas y el 

buen uso de los recursos. Esta con capacidad para presentar los informes de los elementos  de su observancia y en 

su caso la queja correspondiente.  

 

El esquema de participación ciudadana incorporado en la Contraloría social representa los intereses de los 

beneficiarios de los programas sociales dentro de las políticas que impulsan los programas federales. Las 

dependencias federales responsables de los programas sociales y los municipios ejecutores deben promover la 

participación de esta forma de organización social dentro de los programas.  

 

Los Comités Comunitarios son otra forma de participación ciudadana considerada en los programas federales, se 

integran por los habitantes de las zonas en que se realizan las acciones de los programas y sus  funciones son 

dentro de la planeación, gestión, verificación y seguimiento de las obras y acciones que comprende el programa. Su 

conformación se encuentra establecida en los Lineamientos de Operación de los Comités Comunitarios. 

 

Algunos de los programas que contemplan la contraloría social son:. 
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Programa Presupuestario 

Programa de Infraestructura Indígena 

Fortalecimiento a la Transversalidad de la Perspectiva de Género 

Programa de fortalecimiento de la calidad en instituciones educativas 

Programas de Educación Básica (Programa de Escuela Segura, Programa para la Inclusión y la Equidad 

Educativa, Programa Escuelas de Tiempo Completo, Programa de Fortalecimiento de la Calidad en 

Educación Básica, Escuelas de Calidad) 

Unidades Médicas Móviles 

Seguro Médico Siglo XXI 
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Informe de la cuenta pública 2014. 

La Auditoría Superior de la Federación, en su informe de la Cuenta Pública 2014, menciona las acciones que se 

realizaron en el Distrito Federal, respecto a la participación social. 
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Gobierno del Distrito Federal (Auditoría Coordinada) Participación Social en el Gasto Federalizado 

 

Auditoría Financiera y de Cumplimiento: 14-A-09000-02-1608 GF-1148 

 

Objetivo  

Verificar que en la entidad federativa y en las demarcaciones territoriales se constituyeron y operaron los órganos de 

participación social en los fondos y programas del Gasto Federalizado, de conformidad con la normativa aplicable.  

 

Alcance  

La revisión comprendió la verificación de la integración y operación; capacitación y asistencia; mecanismos de 

atención de quejas, denuncias y sugerencias; transparencia, difusión y evaluación de la gestión y resultados de las 

figuras de participación social en los sectores de salud y seguridad pública, a saber, Aval Ciudadano y consejos 

ciudadanos de participación social en seguridad pública.  

 

Muestra auditada:  

28 unidades médicas del sector salud Consejos ciudadanos de participación social en seguridad pública  

 

Antecedentes  

La participación social en la gestión de los programas financiados con recursos públicos es un elemento 

fundamental para mejorar sus resultados e impactos, así como para coadyuvar a su gestión eficiente, transparente y 

a una efectiva rendición de cuentas, y debe ser un elemento relevante para apoyar la vigilancia del gasto.  

 

La Auditoria Superior de la Federación (ASF) considera necesaria la verificación de la existencia y operación 

efectiva de las figuras de participación social en los programas del gasto federalizado, de manera que se coadyuve 

con su fortalecimiento a incrementar la eficiencia y eficacia de ese gasto, y a mejorar su transparencia y rendición de 

cuentas.  

 

En el ámbito del gasto federalizado existen cuatro figuras de participación social con una presencia destacada: los 

consejos escolares de participación social en la educación; los avales ciudadanos en el sector salud; los consejos 

ciudadanos de participación social en el sector de seguridad pública; y los comités comunitarios o de obra, 

asociados a la creación de infraestructura social básica municipal.  

 

En esta auditoría se revisaron las figuras del aval ciudadano y los consejos ciudadanos de participación social en 

seguridad pública.  

 

Para la revisión de la Cuenta Pública 2014, la ASF diseñó una estrategia de fiscalización coordinada con las EFSL, 

cuyo objetivo es incrementar la cobertura en la revisión del gasto federalizado, evitar la duplicidad en las auditorías 

realizadas e impulsar la homologación de criterios, normas y metodologías de auditoría, que son objetivos 

sustantivos del Sistema Nacional de Fiscalización.  

 

Esta auditoría se realizó con base en esa estrategia y se llevó a cabo conjuntamente con la Auditoria Superior de la 

Ciudad de México; consideró el marco jurídico de la ASF y se desarrolló en un ambiente de estrecha coordinación 

con esa entidad de fiscalización.  
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Resultados  

 

Respecto a la participación social en el sector salud, existen áreas de mejora en la elaboración y registro, 

cuatrimestralmente, de las guías de cotejo y cartas compromiso de cada Aval Ciudadano; no se encuentra 

constituido el Comité Estatal de Calidad en Salud (CECAS) y los avales no participaron en las sesiones del Comité 

de Calidad y Seguridad del Paciente (COCASEP), ya que no se trataron en este comité los temas de calidad y 

participación social, a pesar de su relevancia; asimismo, existen aspectos de mejora en las actividades de los avales 

y las unidades médicas, respecto a las encuestas a los usuarios de los servicios de salud, entre otras.  

 

En lo relativo a la participación social en seguridad pública, la normativa no prevé la vinculación de la 

Secretaría de Seguridad Pública del gobierno del Distrito Federal con el Consejo Ciudadano de la Ciudad de México 

ni con los comités ciudadanos que dependen de los jefes delegacionales, aunque sí mandata el desarrollo de 

actividades de promoción, atención y seguimiento a la participación ciudadana de manera individual o con 

organizaciones de la sociedad civil, lo cual se lleva a cabo por dicha secretaría, aunque fuera del esquema de los 

consejos ciudadanos.  

 

Consecuencias Sociales  

 

Las insuficiencias determinadas en el proceso de participación social en las materias revisadas, a saber, educación, 

salud y seguridad pública, no permitieron que sus figuras participativas tuvieran la cobertura y alcance de actuación 

previstos por la normativa, a efecto de apoyar el logro de los objetivos de dichos sectores, vigilar y dar seguimiento a 

la gestión y resultados de la acción institucional con la cual se vinculan, y coadyuvar a su desarrollo eficiente y 

transparente.  

 

Resumen de Observaciones y Acciones:  

Se determinó(aron) 17 observación(es), de la(s) cual(es) 14 fue(ron) solventada(s) por la entidad fiscalizada antes 

de la integración de este informe. La(s) 3 restante(s) generó(aron): 3 Recomendación(es).  

 

Dictamen  

 

La Auditoría Superior de la Federación, coordinadamente con la Auditoría Superior de la Cuidad de México, revisó 

una muestra de 28 unidades médicas del sector salud; y a los consejos ciudadanos de participación social en 

seguridad pública.  

 

La auditoría se practicó sobre la información proporcionada por la entidad fiscalizada, de cuya veracidad es 

responsable.  

 

Respecto a la participación social en el sector salud, existe una estrategia para impulsar la presencia de los 

avales ciudadanos en las unidades médicas de la Secretaría de Salud del Distrito Federal, ya que esta figura existe 

en el total de las unidades médicas. No obstante, existen áreas de mejora en la elaboración y registro, 

cuatrimestralmente, de las guías de cotejo y cartas compromiso de cada Aval Ciudadano; no se encuentra 

constituido el CECAS y los avales no participaron en las sesiones del COCASEP, ya que no se trataron en este 

comité los temas de calidad y participación social, a pesar de su relevancia; asimismo, existen aspectos de mejora 
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en las actividades de los avales y las unidades médicas, respecto a las encuestas a los usuarios de los servicios de 

salud, entre otras.  

 

En lo relativo a la participación social en seguridad pública, la Secretaría de Seguridad Pública no tiene 

vinculación con el Consejo Ciudadano de la Ciudad de México ni con los comités ciudadanos que dependen de los 

jefes delegacionales. Sin embargo, desarrollan actividades de promoción, atención y seguimiento a la participación 

ciudadana de manera individual o con organizaciones de la sociedad civil.  

 

En conclusión, el Gobierno del Distrito Federal, cumplió parcialmente las disposiciones normativas, referentes a 

promover, implementar, realizar el seguimiento y evaluar el proceso de participación social en las materias 

revisadas. 
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Procedimientos de auditoría para la cuenta pública 2015. 

La Auditoría Superior de la Federación y los Entes de Fiscalización Superior Locales, en las reglas PROFIS, 

determinan los siguientes procedimientos de auditoría: 

 
Reglas de Operación del Programa para la Fiscalización del Gasto Federalizado (PROFIS) 

 

CUENTA PÚBLICA 2015 

 

PROCEDIMIENTOS PARA LA REVISIÓN Y FISCALIZACIÓN DE LA PARTICIPACIÓN SOCIAL EN LA 
EDUCACIÓN (CONSEJOS ESCOLARES DE PARTICIPACIÓN SOCIAL EN LA EDUCACIÓN SECUNDARIA) 

 

1. INTEGRACIÓN Y OPERACIÓN 

1.1 Constatar la existencia de las figuras de participación social correspondientes. 

1.2 Verificar que las figuras de participación social operaron conforme a la normativa correspondiente. 

1.3 Verificar que las figuras de participación social realicen todas las actividades previstas en la norma. 

2. CAPACITACIÓN Y ASISTENCIA 

2.1 Constatar que la instancia coordinadora estatal proporcionó la capacitación necesaria y los materiales 
suficientes a las figuras de participación social. 

3. MECANISMOS DE ATENCIÓN DE QUEJAS, DENUNCIAS Y SUGERENCIAS 

3.1 Constatar la existencia de mecanismos de atención y seguimiento de las quejas, denuncias o sugerencias de 
las figuras sociales. 

4. TRANSPARENCIA Y DIFUSIÓN 

4.1 Verificar la elaboración de informes de resultados. 

4.2 Verificar la difusión a la ciudadanía de los resultados alcanzados por las figuras de participación social. 

5. FORTALEZAS Y DEBILIDADES 

5.1 Determinar con base en la información proporcionada las fortalezas y debilidades de la participación social 
en el sector educativo. 

PROCEDIMIENTOS PARA LA REVISIÓN Y FISCALIZACIÓN DE LA PARTICIPACIÓN SOCIAL EN EL FONDO 
DE APORTACIONES PARA LA INFRAESTRUCTURA SOCIAL MUNICIPAL Y DE LAS DEMARCACIONES 

TERRITORIALES DEL DISTRITO FEDERAL (FISM-DF) 

1. CAPACIDAD INSTITUCIONAL 

1.1 Verificar que el municipio disponga de capacidades, procesos y acciones para asegurar que los comités 
comunitarios o figura de participación análoga de beneficiarios del FISM-DF existan y operen conforme a lo previsto 
en la normativa. 

2. INTEGRACIÓN Y OPERACIÓN 

2.1 Constatar la existencia de las figuras de participación social correspondientes. 

2.2 Verificar que las figuras de participación social operaron y participaron en los distintos procesos del FISM-DF. 

2.3 Verificar que existan informes de resultados y a quién se informó sobre éstos. 

3. CAPACITACIÓN Y ASISTENCIA 
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3.1 Constatar que el municipio proporcionó la capacitación necesaria y los materiales suficientes a las figuras de 
participación social. 

4. MECANISMOS DE ATENCIÓN DE QUEJAS, DENUNCIAS Y SUGERENCIAS 

4.1 Constatar la existencia de mecanismos de atención y seguimiento de las quejas, denuncias o sugerencias de 
las figuras sociales, en relación con las obras y acciones en que participan. 

5. TRANSPARENCIA Y DIFUSIÓN 

5.1 Verificar si existe difusión a la ciudadanía de los resultados y logros alcanzados por las figuras de 
participación social y los mecanismos utilizados para ello. 

6. EVALUACIÓN DE LA GESTIÓN 

6.1 Constatar que el desempeño de las figuras de participación social haya sido objeto de una evaluación. 

7. FORTALEZAS Y DEBILIDADES 

7.1 Determinar con base en la información proporcionada las fortalezas y debilidades de la participación social 
en el Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal. 

 

PROCEDIMIENTOS PARA LA REVISIÓN Y FISCALIZACIÓN DE LA PARTICIPACIÓN SOCIAL EN EL 
PROGRAMA DESAYUNOS ESCOLARES 

1. NORMATIVA 

1.1 Verificar la existencia de instancias, mecanismos e instrumentos en el SEDIF y los SMDIF seleccionados 
para apoyar la constitución y operación de los comités de participación social, así como para el registro, seguimiento 
y evaluación de las actividades de estos consejos. 

1.2 Corroborar que se elaboraron las reglas de operación del programa desayunos escolares y que en ellas se 
establece la existencia y funciones de su comité; asimismo, corroborar que se difundieron entre los beneficiarios del 
programa, se enviaron al SNDIF para su conocimiento y se publicaron por medios de comunicación oficiales. 

1.3 Constatar que se elaboró y entregó al SNDIF, el Proyecto Estatal Anual (PEA) del 25 al 30 de enero de 2015 
y el Informe parcial de cumplimiento de ese proyecto (IPPEA) del 22 al 30 de septiembre de 2015; así como 
identificar lo relativo a la planeación estratégica y la operación del programa de desayunos escolares. 

2. INTEGRACIÓN Y OPERACIÓN 

2.1 Verificar que se integró un Comité de Desayunos Escolares en cada escuela donde hubo beneficiarios del 
programa, de acuerdo con la normativa vigente y que la documentación de formalización del comité se hizo del 
conocimiento de los SMDIF seleccionados y del SEDIF para su registro y seguimiento. 

2.2 Corroborar que los comités del programa desayunos escolares, realizaron actividades de recepción, 
preparación (si es el caso), entrega y vigilancia de los apoyos alimentarios. 

2.3 Constatar que el SEDIF conjuntamente con los SMDIF seleccionados dieron seguimiento a los resultados de 
la operación de los comités del programa desayunos escolares y atendió las irregularidades detectadas por éstos. 

3. CAPACITACIÓN Y ASISTENCIA 

3.1 Verificar que el SEDIF conjuntamente con los SMDIF seleccionados proporcionaron a los integrantes del 
comité la información pública relacionada con la operación del programa desayunos escolares, así como la 
capacitación y asesoría necesarias para el cumplimiento de sus actividades. 

3.2 Corroborar que para la implementación del programa desayunos escolares, los servidores públicos del 
SEDIF y de los SMDIF seleccionados fueron capacitados por las representaciones federales y éstos apoyaron en las 
acciones de capacitación y asesoría de los comités. 

4. MECANISMOS DE ATENCIÓN DE QUEJAS, DENUNCIAS Y SUGERENCIAS 
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4.1 Revisar si el SEDIF y los SMDIF seleccionados pusieron a disposición de los beneficiarios del programa 
desayunos escolares mecanismos para la presentación y atención de quejas y denuncias. 

4.2 Constatar si se recibieron quejas y denuncias de los miembros del comité o beneficiarios del programa 
desayunos escolares y éstas fueron atendidas por los SMDIF seleccionados o el SEDIF si corresponde. 

5. FORTALEZAS Y DEBILIDADES 

5.1 Comprobar que se realizaron evaluaciones del programa desayunos escolares y se difundieron sus 
resultados. 

 

PROCEDIMIENTOS PARA LA REVISIÓN Y FISCALIZACIÓN DE LA CONTRALORÍA SOCIAL EN DIVERSOS 
PROGRAMAS FEDERALES DE DESARROLLO SOCIAL 

Programa Presupuestario 

Programa de Infraestructura Indígena 

Fortalecimiento a la Transversalidad de la Perspectiva de Género 

Programa de fortalecimiento de la calidad en instituciones educativas 

Programas de Educación Básica (Programa de Escuela Segura, Programa para la Inclusión y la 
Equidad Educativa, Programa Escuelas de Tiempo Completo, Programa de Fortalecimiento de la 
Calidad en Educación Básica, Escuelas de Calidad) 

Unidades Médicas Móviles 

Seguro Médico Siglo XXI 

 

A. DEPENDENCIAS FEDERALES 

1. NORMATIVA 

1.1 Verificar que los programas de desarrollo social de las dependencias federales seleccionadas disponen del 
esquema de Contraloría Social, la Guía Operativa y el Programa Anual de Trabajo de Contraloría Social, así como 
del plan de difusión y que éstos fueron validados por la Unidad de Operación Regional y Contraloría Social de la 
SFP, conforme los plazos establecidos en la normativa. 

Asimismo, comprobar que dichos elementos fueron proporcionados a las representaciones federales. 

1.2 Revisar que el esquema de contraloría social, la Guía Operativa, el Programa Anual de Trabajo de 
Contraloría Social y el plan de difusión incluyen los elementos referidos en los Lineamientos y en el Manual de 
Promoción y Operación de la Contraloría Social en Programas Federales. 

1.3 Comprobar que las reglas de operación de los programas federales disponen de un apartado que incluye el 
esquema de contraloría social, de acuerdo con lo establecido en los Lineamientos. 

1.4 Revisar que, en el caso de los programas federales que las dependencias convinieron con las entidades 
federativas, para que dichas entidades y municipios fueran los ejecutores de los mismos, se incluyó en el convenio 
de coordinación respectivo, un apartado de contraloría social. 

2. PROMOCIÓN Y CAPACITACIÓN 

2.1 Verificar que se dispuso de la metodología de capacitación y asesoría, así como de materiales de apoyo 
realizados por la instancia normativa. 

2.2 Verificar que la instancia normativa capacitó a sus representantes federales y éstos a su vez a los comités o 
a los servidores públicos estatales o municipales, cuando el programa fue ejercido por éstos. Asimismo, que la 
capacitación fue realizada en las localidades beneficiadas. 
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En el caso de que el Órgano Estatal de Control (OEC) u otro organismo realizaron la capacitación, verificar que 
se dispone de los convenios correspondientes. 

2.3 Constatar que la representación federal entregó a los comités de contraloría social de manera completa y 
oportuna, la información contemplada en el plan de difusión, a través de trípticos, volantes, folletos, carteles, guías, 
entre otros medios, a efecto de que realicen las actividades de contraloría social. 

2.4 Revisar que en los casos en los que los programas federales fueron ejecutados por las Representaciones 
Federales y se solicitó el apoyo de las entidades federativas y los municipios para la promoción de la contraloría 
social, se dispuso de los Acuerdos de Coordinación en materia de control y evaluación celebrados entre el Gobierno 
Federal y las entidades federativas. 

Asimismo, verificar que las Representaciones Federales proporcionaron a los OEC toda la información pública 
relacionada con la operación del programa. 

3. OPERACIÓN 

3.1 Comprobar que las representaciones federales organizaron una reunión al inicio de la ejecución del 
programa para conformar los comités de contraloría social y verificaron la calidad de beneficiarios, conforme a lo 
establecido en los Lineamientos. 

3.2 Verificar que se integró un comité de contraloría social para cada localidad donde hubo beneficiarios de los 
programas de desarrollo social, mediante un escrito libre. Asimismo, que estuvo conformado de manera equitativa 
entre hombres y mujeres. 

3.3 Revisar que la Representación Federal realizó al menos dos reuniones con las contralorías sociales, 
adicionales a la de la Constitución del comité y a la de la entrega-recepción de las obras y acciones. 

3.4 Verificar si el Comité de Contraloría Social turnó quejas y denuncias a la autoridad competente, que pudieran 
dar lugar al fincamiento de responsabilidades administrativas, civiles o penales relacionadas con el programa 
federal, así como la respuesta que dieron dichas autoridades. 

4. RESULTADOS 

4.1 Comprobar que los comités de contraloría social entregaron, por medio de la representación federal, los 
resultados de sus actividades mediante el informe final y las cédulas de vigilancia trimestrales, con toda la 
información establecida en el Lineamiento. 

4.2 Verificar que las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, dieron seguimiento a los 
resultados en materia de contraloría social y realizaron las acciones conducentes para atender las irregularidades 
detectadas por los Comités, así como las quejas y denuncias de los beneficiarios. 

4.3 Revisar que el Órgano Interno de Control de la dependencia responsable de los programas federales verificó 
el cumplimiento de las actividades de contraloría social a cargo de las Instancias Normativas y las Representaciones 
Federales, con base en la Guía de Revisión de Control de Contraloría Social emitida por la Secretaría de la Función 
Pública. 

5. SISTEMA INFORMÁTICO 

5.1 Verificar que se registró, en el sistema informático definido por la Secretaría de la Función Pública, el 
esquema de contraloría social, la Guía Operativa y el Programa Anual de Trabajo de Contraloría Social (PATCS); las 
actividades de capacitación que se realizaron para los comités de contraloría social; constitución del Comité de 
contraloría social; la información contenida en las minutas de reuniones de las representaciones federales con los 
comités y el contenido de los informes anuales y las cédulas de vigilancia elaborados por los comités. 

Lo anterior en los plazos establecidos por los lineamientos. 

B. ENTIDADES FEDERATIVAS 

1. NORMATIVA 
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1.1 Corroborar que, respecto de los programas en los que las dependencias federales convinieron que las 
entidades federativas y municipios fueran los ejecutores de los recursos, se incluyó un apartado sobre contraloría 
social en el convenio respectivo, con la información referida en el Lineamiento. 

2. PROMOCIÓN Y CAPACITACIÓN 

2.1 Verificar que, en el caso de los programas que son ejecutados por las entidades federativas, sus servidores 
públicos fueron capacitados por las representaciones federales y éstos apoyaron en las acciones de capacitación y 
asesoría de los comités. 

2.2 Verificar que el Gobierno del Estado proporcionó a los Comités de Contraloría Social de manera completa y 
oportuna, la información sobre la operación del programa, así como la contemplada en el plan de difusión, a través 
de trípticos, volantes, folletos, carteles, guías, entre otros medios, a efecto de que realicen las actividades de 
contraloría social. 

2.3 Revisar que en los casos en los que los programas federales fueron ejecutados por las Representaciones 
Federales y se solicitó el apoyo de las entidades federativas y los municipios para la promoción de la contraloría 
social, se dispuso de los Acuerdos de Coordinación en materia de control y evaluación celebrados entre el Gobierno 
Federal y las entidades federativas. 

Asimismo, verificar que las Representaciones Federales proporcionaron a los OEC toda la información pública 

relacionada con la operación del programa. 

3. OPERACIÓN 

3.1 Verificar que se integró un comité de contraloría social para cada localidad donde hubo beneficiarios de los 
programas de desarrollo social, mediante un escrito libre. Asimismo, que estuvo conformado de manera equitativa 

entre hombres y mujeres. 

3.2 Revisar que el personal de la entidad federativa encargado de ejecutar los programas de desarrollo social 

realizó junto con la Representación Federal al menos dos reuniones con las contralorías sociales, adicionales a la de 
la Constitución del comité y a la de la entrega-recepción de las obras y acciones. 

3.3 Revisar si el Gobierno del Estado puso a disposición de los beneficiarios de los programas federales los 
mecanismos locales de atención de quejas y denuncias y proporcionó la información referente a los mecanismos del 

Gobierno Federal. 

3.4 Verificar si se recibieron quejas y denuncias que dieran lugar al mejoramiento de la gestión de los programas 

federales o al fincamiento de responsabilidades administrativas, civiles o penales y que éstas fueron canalizadas a 
las autoridades competentes. 

4. RESULTADOS 

4.1 Verificar que el Gobierno del Estado asesoró a los integrantes del Comité de Contraloría Social en el llenado 
de las cédulas de vigilancia y de los formatos de informes anuales y que éstos fueron entregados. 

4.2 Verificar que el Gobierno del Estado dio seguimiento a los resultados en materia de contraloría social y se 
realizaron las acciones conducentes para atender las irregularidades detectadas por los Comités. 

5. SISTEMA INFORMÁTICO 

5.1 Comprobar que el Gobierno del Estado capturó en el Sistema Informático las actividades de contraloría 

social que realizaron, así como la información de las cédulas de vigilancia y los formatos de informes anuales de los 
Comités. 
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Glosario 

 

Apoyos a estados y municipios: Son las asignaciones extraordinarias que la Administración Pública Federal 

otorga a los estados, municipios y el Distrito Federal con la finalidad de apoyarlos en su fortalecimiento financiero y 

en caso de desastres naturales o por contingencias económicas, así como para dar cumplimiento a los Convenios 

de Cooperación que se suscriban. (SHCP) 

Auditorías sobre el desempeño: la verificación del cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas 

federales mediante la estimación o cálculo de los resultados obtenidos en términos cualitativos o cuantitativos, o 

ambos; 

Convenios y otros: Recursos federales transferidos a través de convenios de apoyo y colaboración y otras fuentes 

federales de financiamiento de la emisión de valores.  

Cuenta Pública: la Cuenta Pública Federal a que se refiere el artículo 74, fracción VI de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 

Entidades Federativas: los Estados de la República Mexicana y el Distrito Federal; 

Gestión Financiera: las acciones, tareas y procesos que, en la ejecución de los programas, las entidades 

fiscalizadas realizan para captar, recaudar u obtener recursos públicos conforme a la Ley de Ingresos y demás 

disposiciones aplicables, así como para administrar, manejar, custodiar, ejercer y aplicar los mismos y demás 

fondos, patrimonio y recursos, en términos del Presupuesto y las demás disposiciones aplicables; 

Informe del Resultado: el Informe del Resultado de la Revisión y Fiscalización de la Cuenta Pública; 

PROFIS: Auditorías practicadas a los recursos ejercidos del Programa para la Fiscalización del Gasto Federalizado 

Ramo 33: “Aportaciones Federales para las Entidades Federativas y Municipios” 


